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ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Por incursión guerrillera / ATAQUE GUERRILLERO - De grupo subversivo dirigido contra estación de Policía en municipio de Bolívar Cauca / INCURSIÓN GUERRILLERA - Acto terrorista / ACTO TERRORISTA - Provocó la destrucción parcial y total de bienes inmuebles de hogar y residencia, establecimientos de comercio, vehículos automotores y muebles y enceres de uso privado / DAÑO ANTIJURÍDICO - Destrucción parcial y total de bienes muebles e inmuebles con ocasión de acto terrorista / INCURSIÓN GUERRILLERA - Responsabilidad por hechos de terceros en el marco del conflicto armado interno colombiano
En el sub lite, se encuentra acreditado el daño consistente en el detrimento patrimonial sufrido por los demandantes con ocasión del ataque subversivo dirigido a la Estación de Policía del Municipio de Bolívar – Cauca, como se puede observar de la inspección judicial solicitada como prueba anticipada y en la fotografía tomada al vehículo Nissan de color verde de placas NCD 556.

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA - Por activa o por pasiva. Representa presupuesto procesal para obtener decisión de fondo / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA - Noción / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA - Su análisis permite dilucidar si existe relación real de la partes con las pretensiones formuladas o la defensa a ellas realizada

La legitimación en la causa, se ha reiterado por parte de la jurisprudencia de esta Corporación, que constituye un presupuesto procesal para obtener decisión de fondo, por lo que “la legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable, al demandante o al demandado”. Es así, que la legitimación en la causa se entiende como la calidad que posee una persona, bien sea para formular pretensiones u oponerse a ellas, por ser el sujeto de la relación jurídica de carácter sustancial. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la legitimación en la causa como presupuesto procesal anterior y necesario para obtener decisión de fondo, consultar sentencia de 19 de junio de 2013, Exp. 27123, CP. Olga Mélida Valle de De La Hoz.
LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA - Para reclamar daños a bienes inmuebles / DAÑOS DE BIENES INMUEBLES - Propietario, poseedor y tenedor están legitimados para pedir su reparación / PROPIEDAD SOBRE BIENES INMUEBLES - Se acredita mediante  título y modo traslaticio de dominio del bien / PROPIEDAD SOBRE BIENES INMUEBLES - Acreditación mediante escritura pública de compraventa e inscripción de ésta en la oficina de instrumentos públicos del lugar del inmueble 

Cuando las pretensiones se refieren a reclamos sobre bienes inmuebles, quien tiene la legitimación en la causa es el propietario, poseedor o tenedor del predio según la condición con la cual se presente al proceso. (…) Al respecto, esta Corporación ha sido enfática al sostener que la propiedad sobre bienes inmuebles se asegura demostrando el título y el modo en consonancia con lo dispuesto en la legislación nacional. En efecto, “la propiedad de un bien de esa naturaleza se acredita, entre otros, con la escritura pública de compraventa y con la inscripción de ésta en la oficina de instrumentos públicos del lugar del inmueble. Faltando cualquiera de estos dos elementos, se entenderá que la propiedad no se encuentra acreditada”. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la acreditación de la propiedad sobre bienes inmuebles, consultar sentencia de 9 de junio de 2010, Exp. 18155, CP. Gladys Agudelo Ordoñez.
PRUEBAS ANTICIPADAS - Concepto. Finalidad / PRUEBA ANTICIPADA - Valor probatorio. Requisitos para su incorporación al proceso como medio probatorio / PRUEBA ANTICIPADA - Prueba pericial. Cuando se trata de un acto procesal sometido el principio de contradicción de la prueba / VALOR PROBATORIO DE PRUEBA ANTICIPADA - Inspección judicial con citación de la parte demandada contra la que se hace valer y traslado a las partes del respectivo dictamen pericial
El capítulo IX del Código de Procedimiento Civil, aplicable por remisión expresa del artículo 168 del Código Contencioso Administrativo, señala lo referente a las pruebas anticipadas y en especial, el artículo 300, modificado por el Decreto 2282 de 1989 que “con citación de la presunta contraparte o sin ella, podrá pedirse como prueba anticipada la práctica de inspección judicial sobre personas, lugares, cosas o documentos que hayan de ser materia de un proceso, cuando exista fundado temor de que el transcurso del tiempo pueda alterar su situación o dificultar su reconocimiento. Podrá pedirse dictamen de peritos, con o sin inspección judicial, siempre que se cite para ello a la persona contra quien se pretende hacer valer esa prueba. La petición se formulará ante el juez del lugar donde debe practicarse”. (…) En este entendido, considera la Sala que la naturaleza de pruebas de producción anticipada de carácter conservatorio se trata, como su denominación lo indica, de pruebas realizadas antes de la oportunidad legal; están destinadas a probar hechos y no a constituir el proceso. Su función principal es la de procurar que las partes puedan obtener la conservación de pruebas de las que si se espera el momento de su producción legal, se corre el riesgo de que se pierdan por el transcurso del tiempo o alteración artificiosa de la situación de hecho o de las cosas. (…) De acuerdo con lo anterior, la Subsección observa que en la inspección judicial con peritos realizada el quince (15) de agosto de dos mil uno (2001), concurrió la parte demandada debidamente notificada y que del dictamen pericial emitido se corrió el respectivo traslado a las partes, por lo cual, dicha prueba anticipada se le dará el valor probatorio correspondiente. NOTA DE RELATORÍA: Sobre el valor probatorio de las pruebas anticipadas, consultar sentencia de la Corte Constitucional, de 11 de abril de 2012, Exp T-274, MP. Juan Carlos Henao Pérez. 

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 168 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 300
FOTOGRAFÍAS - Valor probatorio / VALOR PROBATORIO DE FOTOGRAFÍAS - Deben contar con prueba de su autenticidad y certeza del lugar, origen y época en que fue tomada para ser reconocidas como medios probatorios / VALOR PROBATORIO FOTOGRAFÍAS ALLEGADAS CON LA DEMANDA - No son valoradas las como medio probatorio por no existir constancia de cuando fueron tomadas / VALOR PROBATORIO FOTOGRAFÍAS ALLEGADAS CON INSPECCIÓN JUDICIAL - Procedente por existir certeza de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que fue tomada
La Sala no valorará las fotografías allegadas con la demanda teniendo en cuenta que estas solo dan cuenta del registro de varias imágenes, conforme con la jurisprudencia señalada. No obstante lo anterior, la Sala valorará la fotografía tomada el día en que se realizó la inspección judicial solicitada como prueba anticipada, toda vez que existe certeza del lugar, origen y época en que fue tomada. NOTA DE RELATORÍA: Sobre el valor probatorio de las fotografías, consultar sentencias del 13 de junio de 2013, Exp. 27353, CP. Enrique Gil Botero y de 29 de febrero de 2012. Exp. 22819, CP. Olga Mélida Valle de De La Hoz. 
VALOR PROBATORIO COPIAS SIMPLES - Cuando se encuentran desde el inicio del proceso y no son desconocidas por la parte contraria ni son tachadas de falsas / VALOR PROBATORIO DE COPIAS SIMPLES - Será igual que documentos aportados en original salvo disposición en contrario / COPIAS SIMPLES - Valoradas por encontrarse desde el inicio del plenario sin que fueran tachadas de falsas
La Subsección valorará conforme al precedente jurisprudencial, que ha indicado que es posible apreciar las copias si las mismas han obrado a lo largo del plenario y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes, conforme a los principios de la buena fe y lealtad que deben conducir toda la actuación judicial. Así las cosas, al haber sido aportada la prueba documental junto con la demanda, es procedente su apreciación toda vez que ha obrado durante todo el curso del proceso, sin haber sido tachada de falsa por la entidad demandada ni haberse opuesto a la misma en las etapas procesales pertinentes. NOTA DE RELATORÍA: Referente al valor probatorio de las copias simples, consultar sentencia de 28 de agosto de 2013, Exp. 25022, CP. Enrique Gil Botero.

IMPUTABILIDAD DEL DAÑO ANTIJURÍDICO - Concepto / IMPUTACIÓN - Su configuración depende de la concurrencia de sus atribuciones fáctica y jurídica / IMPUTACIÓN FÁCTICA - Representa un estudio conjunto entre los hechos y las herramientas propias de la imputabilidad / IMPUTABILIDAD JURÍDICA - Obligación legal de reparar un daño 

En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la “atribución de la respectiva lesión”; en consecuencia, “la denominada imputación jurídica (imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico, y allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política”. NOTA DE RELATORÍA: En relación con la naturaleza de la imputación del daño antijurídico como elemento constitutivo de la responsabilidad patrimonial del Estado, consultar sentencias de 30 de agosto de 2007, Exp. 15932, CP. Enrique Gil Botero y de 12 de julio de 1993, Exp. 7622, CP. Carlos Betancur Jaramillo
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por daños causados por atentados terroristas / ACTOS TERRORISTAS - Daños ocasionados a particulares en el marco del conflicto armado interno / ACTOS TERRORISTAS -  Imputación de responsabilidad bajo el supuesto de daños causados materialmente por terceros / TITULO DE IMPUTACIÓN POR ATENTADOS TERRORISTAS - Régimen de responsabilidad objetivo por daño especial / TITULO DE IMPUTACIÓN OBJETIVO POR DAÑO ESPECIAL - Cuando se evidencia rompimiento del principio de igualdad frentes a las cargas publicas 
Se tiene que el daño antijurídico puede ser ocasionado por actos terroristas en los que la imputación de la responsabilidad al Estado “parte del supuesto de que el acto o la conducta dañosa son perpetrados por terceros ajenos a él, trátese de delincuencia común organizada o no, subversión o terrorismo”, pero que rompe el equilibrio de las cargas públicas. NOTA DE RELATORÍA: Referente a la responsabilidad patrimonial del Estado por actos terroristas, consultar sentencia de, 27 de noviembre de 2002, Exp. 13774, CP. María Elena Giraldo Gómez.
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA POLICÍA NACIONAL - Existente por daños ocasionados a bienes de la víctima producto de actos terroristas con ocasión de incursión guerrillera / ACTOS TERRORISTAS - Dirigidos contra una institución del Estado o alguno de sus miembros con ocasión del conflicto armado interno / CONFLICTO ARMADO INTERNO - Configura la responsabilidad del Estado por daños causados por incursión guerrillera / IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR INCURSIÓN GUERRILLERA - Resulta aplicable la teoría del daño especial / TITULO IMPUTACIÓN POR DAÑO ESPECIAL - Actos de terceros con ocasión del conflicto armado colombiano

Se encuentra probado que el día veintiuno (21) de julio de dos mil uno (2001), se presentó un enfrentamiento armado en el municipio de Bolívar – Cauca, entre los miembros de la Policía Nacional y guerrilleros de las FARC, al sufrir la incursión de estos, la cual iba dirigida principalmente contra la estación de policía municipal, como se puede observar del Informe de Novedad suscrito por el Comandante del Distrito Cinco (E). (…) [Así las cosas], el acervo probatorio permite concluir que los daños son imputables a la entidad demandada por cuanto “en este caso resulta aplicable la teoría del daño especial, habida cuenta que el daño, pese que se causó por un tercero, lo cierto es que ocurrió dentro de la ya larga  confrontación que el Estado ha venido sosteniendo con grupos subversivos, óptica bajo la cual, no resulta constitucionalmente aceptable que el Estado deje abandonadas a las víctimas y, que explica que la imputación de responsabilidad no obedezca a la existencia de conducta alguna que configure falla en el servicio, sino que se concreta como una forma de materializar los postulados que precisamente justifican esa lucha contra la subversión y representan y hacen visible y palpable, la legitimidad del Estado”. NOTA DE RELATORÍA: En relación con la aplicación de la teoría del daño especial en los casos en los que se demanda responsabilidad patrimonial del Estado por los daños ocasionados en el marco del conflicto armado, consultar sentencia de 19 de abril de 2012, Exp. 21515, CP. Hernán Andrade Rincón.
DEBER DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS - Del Estado respecto de tratados ratificados por Congreso de la República / RATIFICACIÓN DE TRATADOS RELATIVOS A DERECHOS HUMANOS - Impone obligación estatal de disponer medidas necesarias para garantizar su goce pleno por las personas bajo su jurisdicción / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO - Representa grave violación de Derechos Humanos / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO - Hace necesaria la creación de herramientas jurídicas que faciliten el goce adecuado y efectivo de los Derechos Humanos y su reparación integral / HERRAMIENTAS JURÍDICAS DE PROTECCIÓN Y REPARACIÓN DE DERECHOS HUMANOS - Evolución legal en Colombia 

NOTA DE RELATORÍA: Sobre el deber del Estado de proteger y reparar los daños por violación grave de los derechos humanos especialmente en alteraciones del orden público como el conflicto armado, consultar sentencia del 18 de julio de 2012, Exp. 23594, CP. Olga Mélida Valle

PRINCIPIOS QUE ORIENTAN DECISIONES DE LOS JUECES- Onus probandi incumbit actori, Reus inexcipiendo fit actor, y Actore non probante reus / PRINCIPIO ONUS PROBANDI INCUMBIT ACTORI - Deber del demandante de probar las afirmaciones reseñadas en los hechos / PRINCIPIO REUS INEXCIPIENDO FIT ACTOR - Deber del demandado de probar los hechos de la defensa / PRINCIPIO ACTORE NON PROBANTE REUS - Fundamenta la absolución del demandado de cargos formulados si actor no prueba ocurrencia de los hechos expuestos en demanda / HECHOS NOTORIOS - No requieren prueba de su existencia al igual que las afirmaciones o negaciones indefinidas

Al juez se le impone regir sus decisiones de acuerdo con por lo menos, tres principios fundamentales: onus probandi incumbit actori (al demandante le corresponde probar los hechos en que funda su acción); reus, in excipiendo, fit actor (el demandado, cuando excepciona, funge de actor y debe probar los hechos en que funda su defensa); y actore non probante, reus absolvitur (el demandado debe ser absuelto de los cargos si el demandante no logra probar los hechos fundamento de su acción). Estos principios están recogidos tanto en la legislación sustancial (art. 1757 del CC) como en la procesal civil colombiana (art. 177 del CPC), y responden primordialmente a la exigencia de justificar lo afirmado con el fin de persuadir a otros sobre su verdad, salvo cuando se trate de hechos notorios y afirmaciones o negaciones indefinidas por no requerir prueba. NOTA DE RELATORÍA: Sobre los principios que orientan las decisiones de los jueces, consultar sentencia de 26 de Marzo de 2014, Exp. 30273, CP. Olga Mélida Valle de De La Hoz.
FUENTE FORMAL: CÓDIGO CIVIL - ARTICULO 1757 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTICULO 177

MEDIOS PROBATORIOS - Dictamen pericial. Valor probatorio / DICTAMEN PERICIAL - Noción. Apreciación como prueba por el juez de la causa en procesos que requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos / CONTENIDO DE DICTAMEN PERICIAL - Se deben apreciar de manera detallada, la competencia  las labores, resultados e instrumentos implementados en el análisis realizado por experto / COMPOSICIÓN DE PRUEBA PERICIAL - Consta de dos partes. Descripción de los puntos considerados en el estudio pericial y las conclusiones conforme a lo examinado / DICTAMEN PERICIAL - Incompleto. No se aportó conforme a las reglas de la ley procesal / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No se expuso la metodología, procedimientos, ni herramientas utilizadas por perito / DICTAMEN PERICIAL INCOMPLETO - No es valorador por no otorgar convicción probatoria a juez
La ley procesal en especial el Código de Procedimiento Civil, ha destacado la procedencia de la prueba pericial para verificar hechos que interesen al proceso y requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos. (…) Para la apreciación del dictamen, se itera que se tendrá en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, la competencia de los peritos y los demás elementos probatorios que obren en el proceso. (…) Conforme con las anteriores premisas, la Subsección desechará el dictamen pericial, teniendo en cuenta la ausencia de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas que condujeron a las conclusiones descritas, y de soportes documentales o aún testimoniales de las mismas, máxime cuando se observa en dicho dictamen que en los avalúos de los bienes se toma como cierto los valores señalados por los propietarios. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la apreciación de la prueba pericial y su contenido, consultar sentencia 24 de abril de 2013, Exp 26682, CP. Olga Mélida Valle de De La Hoz
PERJUICIOS MATERIALES POR DAÑO EMERGENTE - Destrucción de bienes inmuebles en incursión guerrillera / INDEMNIZACIÓN POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no contar con medios probatorios que determinen el valor del daño material / INDEMNIZACIÓN POR DAÑO EMERGENTE - Su liquidación debe tener en cuenta descuento de los subsidios asignados por el Instituto de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana / INDEMNIZACIÓN POR DAÑO EMERGENTE - No será descontada la ayuda humanitaria recibida por pérdida de bienes reconocida a víctimas menoscabadas por actos que se suscitan en el marco del conflicto armado interno
Existe certeza de la disminución patrimonial sufrida por las partes demandantes, por la destrucción de los bienes inmuebles por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrieron para la reconstrucción de los inmuebles, a título de daño emergente, que será reconocido a Gerardo Salomón Burbano Vásquez, Augusto Bolívar Hoyos y Alicia Ruiz Sotelo, Laureano Gómez Quintero, Flor de María Guatuzmal Gómez, Rosa Tulia Burbano, Angélica Muñoz Ortiz, Aura Julia Palomino y Bernardo López, Marina Palomino, Gloria Amparo López de Meza y Edgar Manuel Meza Ortiz, Elías Meneses Muñoz, y respecto al Centro Social San José, cuyo representante legal es la hermana María Ruby Vásquez Giraldo. (…) De igual forma se descontarán los subsidios asignados por el Instituto de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana a Gerardo Salomón Burbano, del valor de la condena. (…) Respecto de la ayuda humanitaria por pérdida de bienes otorgada a Angélica Muñoz de Ortiz, Aura Julia Palomino Rivera, y Bernardo Marino López Burbano, señala la Sala que dicha ayuda se produce en virtud del principio de solidaridad social, y dado el daño especial sufrido por las víctimas y entendiéndose por tal la ayuda indispensable para sufragar los requerimientos necesarios a fin de satisfacer los derechos constitucionales de quienes hayan sido menoscabados por actos que se susciten en el marco del conflicto armado interno, por lo que la suma entregada por tal aspecto no deberá ser descontada.

PERJUICIOS MATERIALES POR DAÑO EMERGENTE - Por pérdida de muebles y enceres de las viviendas destruidas al momento de la incursión guerrillera / PERJUICIOS MATERIALES POR DAÑO EMERGENTE - Se acreditó por destrucción de vehículo automotor y mercancías afectadas/ DESTRUCCIÓN TOTAL DE LA VIVIENDA - Presume la pérdida de muebles y enceres / INDEMNIZACIÓN POR DAÑO EMERGENTE - Se condena en abstracto por no poder determinarse qué tipo de muebles y enceres fueron destruidos, ni su valor 

En lo que se refiere a los muebles y enseres que había en cada una de las viviendas al momento de la incursión guerrillera, y que quedaron destruidos como consecuencia de estos hechos, considera esta Subsección que probada la destrucción total de las viviendas, resultaría evidente que por lo menos algunos de los muebles o enseres allí contenidos también habrían tenido la misma suerte, por lo que en el mismo trámite incidental en el que se tasarán los perjuicios por la destrucción de los inmuebles, se deberán allegar las pruebas necesarias con el fin de acreditar el tipo y el valor de los muebles y enseres destruidos; en este sentido, también se allegara al trámite incidental las respectivas pruebas para acreditar el valor de la reparación del vehículo Nissan Patrol de propiedad del señor Bernardo Marino López Burbano, así como el tipo y valor de las mercancías afectadas de propiedad del señor Laurentino Perafán y de igual forma bajo los mismos criterios los equipos de sonido que conformaban el equipo Sonido Cristal. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la indemnización de perjuicios materiales por pérdida de bienes muebles y enceres con ocasión de incursión guerrillera, consultar sentencia de Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 26 de febrero de 2014, Exp. 28231, CP. Olga Mélida Valle de De la Hoz

PERJUICIOS MATERIALES POR LUCRO CESANTE - Por lo dejado de percibir por cierre de establecimientos de comercio / INDEMNIZACIÓN DE LUCRO CESANTE - No es posible negar su procedencia cuando no es posible determinar su cuantía / INDEMNIZACIÓN DE LUCRO CESANTE - En caso de no ser posible probar su cuantía se liquidará por analogía o comparación en virtud del principio de equidad / INDEMNIZACIÓN DE LUCRO CESANTE - A falta de prueba sobre su cuantía se condena en abstracto conforme a las reglas estipuladas por la Corte Suprema de Justicia / REGLAS ESTIPULADAS POR CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PARA LIQUIDACIÓN DE LUCRO CESANTE - Se acudirá a comparación y analogía para determinar porcentaje de ventas y negocios de los establecimientos, el índice de negocios y ventas se multiplicara por seis meses lapso presunto de recuperación de actividad comercial
En lo concerniente al lucro cesante alegado por Gerardo Salomón Burbano Vásquez y Flor de María Guatuzmal Gómez, como consecuencia del cierre de los establecimientos de comercio que fueron destruidos en los hechos relatados en la demanda, se tiene que si bien es cierto que para demostrar la propiedad de un establecimiento de comercio se requiere original o copia autenticada del certificado de cámara de comercio, también lo es que ésta no es la única prueba para demostrar aquella circunstancia. Por lo anterior, con base en las pruebas allegadas al plenario, y en especial la inspección judicial y la constancia expedida por la Cámara de Comercio del Cauca, relacionada ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento de la Taberna y Pizzería Calle Real, y de la Librería Juan XXIII, esta última ubicada en la edificación de la propiedad de Angélica Muñoz de Ortiz. (…) A pesar de haberse negado cualquier valor probatorio al dictamen pericial en el que se calcularon los ingresos que obtenían los señores Salomón Burbano y Guatuzmal Gómez, producto de sus dos locales comerciales, la deficiencia probatoria respecto a la cuantía del lucro cesante no impide su tasación ante la certeza de la existencia y el funcionamiento de dichos establecimientos de comercio. (…) De acuerdo con lo anterior, en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, se condenará en abstracto para que el monto se concrete en etapa incidental siguiendo el primero de los métodos de evaluación propuestos por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la liquidación del lucro cesante por cierre de establecimiento comercial cuando no es posible establecer su cuantía, consultar sentencias de 18 de julio de 2012, Exp. 23594, MP. Olga Mélida Valle de De La Hoz y de  20 de enero de 2009, Exp. 170013103005-1993-00215-01, de Corte Suprema de Justicia; Sala de Casación Civil, MP. Pedro Octavio Munar Cadena.
PERJUICIOS MORALES - Por pérdida de bienes materiales muebles e inmuebles / PERJUICIOS MORALES POR PÉRDIDA O DAÑO DE COSAS MATERIALES - Improcedente al no acreditarse aflicción, tristeza o congoja de sus titulares 
En el presente asunto las partes demandantes, solicitaron el reconocimiento por perjuicios morales por la pérdida de los inmuebles. (…) Habida cuenta que en el sub lite, no existe medio probatorio que permita inferir con certeza la existencia del mencionado perjuicio, no será reconocido. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la procedencia de indemnización de perjuicios morales por perdida o daños de cosas materiales, consultar sentencias de 30 de julio de 1992, Exp. 6228, CP. Julio Cesar Uribe Acosta; de 9 de noviembre de 1994, Exp. 9367, CP. Carlos Betancur Jaramillo; de 11 de noviembre de 1999, Exp. 12652, CP. Jesús María Carrillo Ballesteros; de 13 de abril de 2000, Exp. 11892, CP. Ricardo Hoyos Duque; de 4 de diciembre de 2006, Exp. 15351, CP. Mauricio Fajardo Gómez.
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN C

Consejera ponente: OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Bogotá, D. C., veinte (20) de octubre dos mil catorce (2014)
Radicación número: 19001-23-31-000-2002-00379-01(30789)
Actor: LAURENTINO PERAFÁN Y OTROS
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
Resuelve la Subsección el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia proferida por la Sala de Descongestión para los Tribunales del Valle del Cauca, Quindío, Cauca y Nariño, el día veintinueve (29) de octubre de dos mil cuatro (2004), en la que se decidió:
“NIÉGANSE  las pretensiones de la demanda”
I. ANTECEDENTES

1. La Demanda.

Los señores Gerardo Salomón Burbano Vásquez, Augusto Bolívar Hoyos, Alicia Cruz Sotelo, María Ruby Vásquez Giraldo, Laureano Gómez Quintero, Flor de María Guatuzmal Gómez, Rosa Tulia Burbano, Angélica Muñoz Ortiz, Aura Julia Palomino, Bernardo López, Marina Palomino, Gloria Amparo López de Meza, Edgar Manuel Meza Ortiz, Elías Meneses Muñoz, Rodrigo Fernando Hoyos y Laurentino Perafán, por intermedio de apoderado judicial, en ejercicio de la acción de reparación directa, presentó demanda el día once (11) de marzo de dos mil dos (2002)
, contra la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, con el objeto de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:
“PRIMERA.- LA NACION (sic) (MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA (sic) NACIONAL), es responsable civil y administrativamente de todos los daños y perjuicios, tanto morales como materiales, ocasionados a:

I. GERARDO SALOMÓN BURBANO VÁSQUEZ;

II. AUGUSTO BOLÍVAR HOYOS y  ALICIA RUIZ SOTELO

III. Hermana MARÍA RUBY VÁSQUEZ GIRALDO en su condición de directora y representante legal del “Centro Social San José” de Bolívar Cauca;

IV. LAUREANO GÓMEZ QUINTERO

V. FLOR DE MARÍA GUATUZMAL GÓMEZ

VI. ROSA TULIA BURBANO

VII. ANGÉLICA MUÑOZ DE ORTIZ

VIII. AURA JULIA PALOMINO y BERNARDO LÓPEZ

IX. MARINA PALOMINO.

X. GLORIA AMPARO LÓPEZ DE MEZA y EDGAR MANUEL MEZA ORTIZ

XI. ELÍAS MENESES MUÑOZ

XII. RODRIGO FERNANDO HOYOS RUIZ; y

XIII. LAURENTINO PREAFÁN (sic)

Como consecuencia de la toma guerrillera a la estación de Policía de Bolívar Cauca, ocurrida el 21 de julio de 2001, con los cuales dejaron destruidos totalmente varios inmuebles y varios locales comerciales, imponiendo así una carga anormal a mis mandantes, por tratarse de personas e instituciones totalmente ajenas al proceso, lo cual constituye una responsabilidad patrimonial a cargo de la demandada.

SEGUNDA.- Condenase a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL), a pagar, por intermedio de su apoderado, a:
I. GERARDO SALOMÓN BURBANO VÁSQUEZ:
a. La suma de CATORCE MILLONES CIENTO CINCUENTA Y TRES MIL QUINIENTOS PESOS ($14.153.500), por concepto de los perjuicios materiales ocasionados a su casa de habitación, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

b. La suma de DIEZ Y OCHO MILLONES CUATROCIENTOS DOCE MIL PESOS ($18.412.000), por concepto de perjuicios materiales, daño emergente, ocasionados en el local comercial “Taberna y Pizzería Calle Real” de su propiedad, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

c. La suma de CINCUENTA MIL PESOS DIARIOS ($50.000), correspondientes al lucro cesante dejado de percibir, desde la consumación de los hechos hasta la fecha del pago respectivo.

d. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por el señor BURBANO VÁSQUEZ, habida cuenta que ese bien constituía su centro de trabajo anexo al cual tenía su propio hogar al cual se han consagrado y al verlo destruido en su totalidad, se produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.

II. AUGUSTO BOLÍVAR HOYOS y ALICIA RUIZ SOTELO
a. La suma de CINCUENTA Y SEIS MILLONES CIENTO CINCUENTA Y OCHO MIL QUINIENTOS PESOS ($56.158.500), por concepto de los perjuicios materiales ocasionados a su casa de habitación, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

b. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por el señor AUGUSTO BOLÍVAR HOYOS y su señora ALICIA RUIZ SOTELO, habida cuenta que ese bien, constituía su propio hogar al cual se han consagrado y al verlo destruido en su totalidad, se producen en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación ilegal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.

III. LA HERMANA MARÍA RUBY VÁSQUEZ GIRALDO en su condición de directora y representante legal del “Centro Social San José” de Bolívar Cauca;
a. La suma de NOVENTA MILLONES CUATROCIENTOS CINCO MIL PESOS ($90.405.000), por concepto de los perjuicios materiales ocasionados al “Centro Social San José”, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

b. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por la reverenda hermana MARÍA RUBY VÁSQUEZ GIRALDO, pues el centro por ella dirigido no solo constituye un respiro material y espiritual a favor de las gentes más necesitadas de Bolívar, sino que se ha convertido en la realización de un sueño vocacional de la religiosa, consagrándose completamente a su servicio y al verlo destruido en su totalidad, se produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.
IV. LAUREANO GÓMEZ QUINTERO:

a. La suma de SETENTA Y SIETE MILLONES SETECIENTOS CINCUENTA Y TRES MIL QUINIENTOS PESOS ($77.753.500), por concepto de los perjuicios materiales ocasionados a su casa de habitación, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

b. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por el señor LAUREANO GÓMEZ QUINTERO, habida cuenta que ese bien, constituía su propio hogar al cual se ha consagrado y al verlo destruido en su totalidad, se produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.

V. FLOR DE MARÍA GUATUZMAL GÓMEZ:
a. La suma de DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000.000), por concepto de perjuicios materiales, daño emergente, ocasionados en el local comercial “Librería Juán (sic) XXIII” de su propiedad, conforme se determinó pericialmente en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.
b. La suma de CUARENTA MIL PESOS ($40.000), correspondientes al lucro cesante dejado de percibir, desde la fecha de consumación de los hechos hasta el momento de su cancelación total.

c. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por la señora FLOR DE MARÍA GUATUZMAL, habida cuenta que ese bien, constituía su propio hogar al cual se ha consagrado y al verlo destruido en su totalidad, se produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.

VI. ROSA TULIA BURBANO:
a. La suma de DOCE MILLONES SEISCIENTOS TREINTA Y CINCO MIL PESOS ($12.635.000), por concepto de los perjuicios materiales ocasionados a su casa de habitación, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

b. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por la señora ROSA TULIA BURBANO, habida cuenta que ese bien, constituía su propio hogar al cual se ha consagrado y al verlo destruido en su totalidad, se produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.

VII. ANGÉLICA MUÑOZ DE ORTIZ:
a. La suma de DOS MILLONES DOSCIENTOS OCHENTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS PESOS ($2.289.400), por concepto de los perjuicios materiales ocasionados a su casa de habitación, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

b. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por la señora ANGÉLICA MUÑOZ DE ORTIZ, habida cuenta que ese bien, constituía su propio hogar al cual se ha consagrado y al verlo destruido en su totalidad, se produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.
VIII. AURA JULIA PALOMINO y BERNARDO LÓPEZ:
a. La suma de TRECE MILLONES CIENTO SETENTA Y NUEVE MIL QUINIENTOS PESOS ($13.179.500), por concepto de los perjuicios materiales ocasionados a su casa de habitación y al vehículo familiar, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

b. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por el señor BERNARDO LÓPEZ y la señora AURA JULIA PALOMINO, habida cuenta que esos bienes, constituían su propio hogar al cual se ha consagrado y al verlo destruido en su totalidad, se produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto, más aún cuando ese daño comprende elementos que constituyen o formaban parte de su local comercial y que fueron destruidos, evitándose así su comercialización que, obviamente, le generaría unas utilidades.

IX. MARINA PALOMINO
a. La suma de VEINTISÉIS MILLONES TRESCIENTOS UN MIL PESOS ($26.301.000), por concepto de los perjuicios materiales ocasionados a su casa de habitación, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

b. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por la señora MARINA PALOMINO, habida cuenta que ese bien, constituía su propio hogar al cual la familia toda, su madre, padre y hermanos se han consagrado durante siglos y al verlo destruido en su totalidad, se produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.
X. GLORIA AMPARO LÓPEZ DE MEZA y EDGAR MANUEL MEZA ORTIZ:
a. La suma de DIEZ MILLONES NOVECIENTOS VEINTIÚN MIL QUINIENTOS PESOS ($10.921.500), por concepto de los perjuicios materiales ocasionados a su casa de habitación, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

b. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por el señor EDGAR MANUEL MEZA ORTIZ y señora GLORIA AMPARO LÓPEZ DE MEZA, habida cuenta que ese bien, constituía su propio hogar al cual se ha consagrado y al verlo destruido en su totalidad, se produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.
XI. ELÍAS MENESES MUÑOZ:

a. La suma de DOS MILLONES OCHOCIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL QUINIENTOS PESOS ($2.899.500), por concepto de los perjuicios materiales ocasionados a su casa de habitación, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

b. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por el señor ELÍAS MENESES MUÑOZ, habida cuenta que ese bien, constituía su medio de ingreso familiar, al darlo en arrendamiento para la organización de un almacén de abarrotes, que no pudo empezar a funcionar por el daño causado al inmueble lo cual produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.
XII. RODRIGO FERNANDO HOYOS RUIZ
a. La suma de DOCE MILLONES SETECIENTOS OCHENTA Y DOS MIL OCHOCIENTOS VEINTE PESOS ($12.782.820), por concepto de los perjuicios materiales ocasionados a su casa de habitación, conforme a la discriminación hecha por los señores peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado.

b. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por el señor RODRIGO FERNANDO HOYOS RUIZ, habida cuenta que ese bien, constituía sus ingresos con los cuales se sostenía, pues era dueño de un equipo para alquilar sonido, conocido como “Sonido Cristal”, con el cual había servido a gran parte del sur del Cauca y al verlo destruido en su totalidad, se produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.
XIII. EN RELACIÓN CON LAURENTINO PERAFÁN:
a. La suma de QUINCE MILLONES SETECIENTOS VEINTITRÉS DOS (sic) MIL NOVECIENTOS VEINTE PESOS ($15.9823(sic).920). por concepto de los perjuicios materiales ocasionados a su local comercial, que estaba por abril (sic) las puertas al público, conforme lo encontraron los funcionarios y los peritos en la diligencia de inspección judicial que como prueba anticipada se realizó y cuyo dictamen se encuentra debidamente aprobado, haciendo notar que si bien es cierto es mucho mayor en daño, es lo que se puede demostrar con las facturas.

b. El equivalente en moneda nacional de un mil salarios mínimos legales mensuales por concepto de perjuicios morales, en razón del dolor padecido por el señor LAURENTINO PERAFÁN, habida cuenta que ese bien, fue adquirido con ahorros de toda la vida y con los cuales pretendía sostener a su familia y al verlo destruido en su totalidad, se produce en su interior un sentimiento tan grande y difícil de cuantificar, que obliga a la ponderación legal, armónica con la jurisprudencia nacional al respecto.
2. Hechos.
Los hechos que sirvieron de fundamento a las pretensiones son, en síntesis los siguientes:
2.1. El día veintiuno (21) de julio de dos mil uno (2001), personas que se identificaron como pertenecientes a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), irrumpieron violentamente en la estación de Policía de la población de Bolívar – Cauca, y destruyeron varias habitaciones familiares y locales comerciales, que fueron inhabilitadas, la gran mayoría en su totalidad.
2.2. Al tenor del artículo 300 del Código de Procedimiento Civil, la parte demandante solicitó la práctica de una inspección judicial extraprocesal, como prueba anticipada con anuencia de la parte demandada, la cual se llevó a cabo el día quince (15) de agosto de dos mil uno (2001) y en la cual se establecieron y cuantificaron los perjuicios, avaluados pericialmente en la cantidad demandada y discriminada, dictamen que, una vez corrido en traslado e impugnado por la parte demandante, se encuentra en firme.
2.3. En el transcurso de la diligencia, se presentaron solicitudes de ampliación de la prueba a favor de los señores Edgar Manuel Meza Ortiz, la señora Gloria Amparo López y del señor Elías Meneses Muñoz, petición que fue coadyuvada por el señor apoderado de la parte demandada.

3. Actuación Procesal.

3.1. Mediante auto del nueve (9) de abril de dos mil dos (2002)
, se admitió la demanda y se dispuso notificar y dar traslado de la demanda al señor Comandante de la Policía Nacional, Departamento del Cauca, así como también al señor Agente del Ministerio Público; igualmente se ordenó fijar en lista por el término legal y se reconoció personería al apoderado judicial de la parte demandante.
3.2. Mediante escrito del veintisiete (27) de mayo de dos mil dos (2002)
, la parte demandada, presentó contestación de la demanda, en donde se opuso a la prosperidad de las pretensiones considerando que “si bien es cierto que el mencionado día se presentó una incursión guerrillera en esta población, lo es también el hecho de que los daños fueron causados por grupos al margen de la ley, como son, os (sic) grupos subversivos que delinquen en nuestro país. Como lo ha precisado la Corporación en otros pronunciamientos, los atentados terroristas dirigidos indiscriminadamente contra la población resultan imprevisibles para las autoridades públicas, a menos que se produzcan amenazas previas que permitan adoptar oportunamente medidas de protección. No existe, entonces, en estos casos, una omisión del Estado que pueda constituirse en causa del hecho, por no haber impedido la acción de la delincuencia.”
3.3. Por auto del nueve (9) de julio dos mil dos (2002)
, se abrió a pruebas el proceso de la referencia.
3.4. Mediante providencia del doce (12) de septiembre de dos mil dos (2002)
, se señaló como fecha para audiencia de conciliación el día veinticuatro (24) de febrero de dos mil tres (2003).
3.5. La anterior audiencia se declaró fracasada por no existir ánimo conciliatorio de las partes.

3.6. Por auto del diez (10) de junio de dos mil tres (2003)
, se dispuso correr traslado para alegar de conclusión por el término legal.

3.7. La parte demandada, descorrió traslado para alegar de conclusión
, reiterando lo manifestado en la contestación de la demanda, y en especial que a la parte demandante le correspondía probar que el ataque subversivo perpetrado estaba dirigido única y exclusivamente contra la Estación de Policía.
3.8. La Procuraduría Judicial 39 en Asuntos Administrativos, rindió concepto el día dieciocho (18) de julio de dos mil tres (2003)
, en donde consideró que el día 21 de julio de 2001, el grupo guerrillero ingresó a la población de Bolívar y arremetieron contra la estación de policía, ataque que dio lugar al enfrentamiento con los uniformados y generando un daño a los demandantes el cual debe ser indemnizado, esto es, la destrucción de los inmuebles de los demandantes, por lo que el Estado se encuentra llamado a responder con fundamento en el rompimiento de las cargas públicas.
3.9. La parte demandante guardó silencio.
4. La Sentencia de Primera Instancia.

Mediante sentencia del día veintinueve (29) de octubre de dos mil cuatro (2004)
, la Sala de Descongestión para los Tribunales del Valle del Cauca, Quindío, Cauca y Nariño, negó las pretensiones de la demanda.
Consideró que en el presente asunto no existe responsabilidad alguna que pueda atribuirse al Estado, por cuanto los perjuicios que sufrieron los demandantes como consecuencia del ataque guerrillero, fueron producto del hecho exclusivo y determinante de un tercero.
“No se trata de un caso aislado dentro de la realidad en que vive actualmente el país, y en estos casos el Estado no puede constituirse en un garante absoluto que deba indemnizar todos los perjuicios que se ocasionen, así estén totalmente desligado del servicio.

En los casos de ataques guerrilleros, cuando ellos han podido preverse con razonable probabilidad, y la fuerza pública ha sido negligente y no ha tomado medidas para evitarlos o al menos para disminuir los daños, se acepta que la responsabilidad quede comprometida, en función de las condiciones especiales de orden público de la región y la magnitud de la amenaza en función de las limitaciones de la fuerza pública.

Tal como se manifestó anteriormente, cabe observar que en el caso sub examine, la ciudadanía no se encontraba desamparada, pues la población contaba con una estación de Policía acorde con las circunstancias geográficas y sociales del Municipio de Bolívar, a la cual, bajo las condiciones en que acontecieron los hechos, les era imposible salir indemnes del ataque. Sin embargo, está demostrado que los miembros de la Policía Nacional no fueron negligentes al asumir este reto violento, ni dejaron indemne a la población; por el contrario, utilizaron los pertrechos que tenían a su disposición para defenderse y además contaron con la ayuda del avión fantasma y helicópteros, acciones efectivas que lograron repeler y resistir un enfrentamiento, el cual culminó con dos heridos de la Policía, sumado a la destrucción del cuartel a otros bienes de la población y de los actores en este proceso.

(…)

La Sala considera que no es viable aceptar en este caso el argumento según el cual existió un rompimiento del principio de igualdad frente a las cargas públicas, por cuanto, debe recordarse que el daño especial es la consecuencia de una actividad lícita de la Administración la que le impone al ciudadano una carga excepcional, violatoria del principio de igualdad de las personas ante la ley. En el acto terrorista, el Estado no solo no realiza actividad alguna sino que casi siempre es, por el contrario, el objetivo principal e inmediato del ataque.”

5. El recurso de apelación y el trámite en segunda instancia.
La parte demandante, mediante escrito presentado el veintitrés (23) de noviembre de dos mil cuatro (2004)
, interpuso recurso de apelación contra la anterior decisión, solicitando su revocatoria.
Mediante proveído del veintitrés (23) de febrero de dos mil cuatro (2004)
, se concedió el recurso de apelación interpuesto por la demandante.
El recurrente sustentó el recurso el dos (2) de marzo de dos mil cinco (2005)
, en donde arguyó que “respetuosamente me permito disentir de la decisión de la Sala de Descongestión cuestionada, toda vez que no es precisamente una falla en el servicio imputable a la Policía Nacional lo que debe derivar responsabilidad patrimonial al Estado en el presente asunto, por cuanto el criterio de imputación es el riesgo que los vecinos a la estación de Policía de Bolívar –Cauca – soportaron y que a la postre tuvo realización cuando el 21 de julio de 2001, cuando, aproximadamente 350 hombres pertenecientes a las FARC, ingresaron a dicha estación por la parte posterior elaborando un túnel dinamitando por la parte interna de las casas de habitación vecinas a la estación de Policía, tal como quedo (sic) suficientemente analizado y probado en la diligencia de Inspección Judicial realizada con presencia del señor Apoderado de la Policía Nacional, en la cual el señor Juez que la dirigió, da cuenta del túnel realizado forzosamente por los subversivos, por los patios de las casa vecinas, por medios violentos, tal como lo enfatiza el señor Comandante del Distrito Cinco de la Estación de Policía Bolívar Cauca, en su informe de novedad remitido por el Comandante de ese Distrito, (…).
Asi (sic) las cosas, queda lo suficientemente claro el hecho, en el sentido de que las fuerzas policivas no solo supieron con anterioridad la posibilidad de ser atacados, sino que tal ataque se realizó por las fuerzas subversivas entrando por la parte posterior de la Estación de Policía, “dinamitando las casas de habitación”, conforme se anuncia en el informe precitado y se comprobó en la diligencia de inspección judicial practicada al lugar de los hechos y que forma parte del cuaderno de pruebas aportado al proceso.

Por proveído del veintidós (22) de noviembre de dos mil cinco (2005)
, esta Corporación admitió el recurso de apelación presentado por la parte demandante.
6. Los alegatos de conclusión en segunda instancia.

Por providencia del veintitrés (23) de febrero de dos mil seis (2006)
, se dio traslado común a las partes para alegar de conclusión.
La parte demandada, descorrió traslado para alegar de conclusión
, en donde reiteró la solicitud de confirmar la providencia impugnada, considerando que “como apoyo a la tesis del Tribunal encontramos los más recientes pronunciamientos del Consejo de estado (sic), cuando se establece que el ataque subversivo fue indiscriminado contra la población y profirió por eso una sentencia negativa a las pretensiones del actor. (…) el ataque guerrillero fue dirigido y perpetrado contra la totalidad de la población, en forma indiscriminada, por todos los flancos y muy especialmente contra las instalaciones bancarias pues es su máximo objetivo al hurtarse los dineros allí depositados; los daños a los bienes de los demandantes, no se produjeron como consecuencia del actuar policial, sino del ataque a que fue sometida la Población; la destrucción de los bienes ocurrió por el accionar de los delincuentes subversivos al margen de la ley, como pudo constatarse en el informe de novedades del Comandante de la Estación de la población, lo que fue corroborado por las demás pruebas aportadas.”
La parte demandante y el Ministerio Público guardaron silencio.
El expediente ingresó para fallo el tres (3) de abril de dos mil seis (2006).
II. CONSIDERACIONES

Cumplidos con los trámites propios de esta instancia y sin causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Subsección a pronunciarse sobre el asunto de la referencia para lo cual abordará los siguientes puntos: 1) competencia; 2) acervo probatorio; 3) legitimación en la causa por activa; 4) análisis del caso concreto y 5) condena en costas.
1. Competencia.

La Subsección es competente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Código Contencioso Administrativo
, modificado por el artículo 37 de la Ley 446 de 1998 y el artículo 13 del Acuerdo 58 de 1999 del Consejo de Estado para decidir el recurso de apelación formulado por las partes, contra la sentencia del veintinueve (29) de octubre de dos mil cuatro (2004), proferida por la Sala de Descongestión para los Tribunales del Valle del Cauca, Quindío, Cauca y Nariño, en un proceso de reparación directa con vocación de doble instancia.

2. Acervo Probatorio.

Del material probatorio allegado al presente proceso se destaca:
· Copia auténtica de la escritura pública 197 del treinta (30) de octubre de mil novecientos noventa (1990), mediante el cual el señor Gerardo Salomón Burbano Vásquez, adquirió por compraventa el inmueble ubicado en la carrera 3ª #7-69 en el municipio de Bolívar – Cauca.

· Folio de matrícula inmobiliaria, en donde se registró la tradición del inmueble antes señalado.

· Copia auténtica de la escritura pública 42 del siete (7) de marzo de mil novecientos noventa y ocho (1998), por medio del cual se celebró contrato de comodato entre la Comunidad de las Hermanas Vicentinas o Hijas de la Caridad de San Vicente de Paul y el Centro Social San José de Bolívar-Cauca.

· Constancia de registro de la anterior escritura del nueve (9) de marzo de mil novecientos noventa y ocho (1998).

· Folio de matrícula inmobiliaria, en donde se registró la declaración judicial de pertenencia a Augusto Bolívar Hoyos y Alicia Ruíz de Hoyos, del inmueble con número de matrícula 122-0004172.

· Copia auténtica de la Resolución 300 de 1996, por medio del cual se reconoce a la Hermana Sor María Ruby Vásquez Giraldo como representante legal del Centro Social San José.

· Copia simple de la escritura pública 2364 del siete (7) de septiembre de mil novecientos ochenta y nueve (1989)
, en donde se celebró contrato de compraventa del bien inmueble de matrícula 122-007107, cuyo comprador fue el señor Laureano Gómez Quintero.
· Folio de matrícula inmobiliaria número 122-007107, en donde se observa el registro de la anterior escritura pública de compraventa.

· Copia simple de la escritura pública 7 del veintisiete (27) de enero de mil novecientos ochenta y siete (1987)
, en donde se celebró contrato de compraventa del bien inmueble con cédula catastral 01-0-027-006, cuyo comprador fue la señora Rosa Tulia Burbano López.
· Folio de matrícula inmobiliaria 122-0005869, del bien con cédula catastral 01-0-027-006, en donde se registró la tradición del inmueble en favor de Rosa Tulia Burbano López.

· Copia simple de la escritura pública 180 del treinta y uno (31) de diciembre de mil novecientos setenta y ocho (1978)
, en donde se celebró contrato de compraventa del bien inmueble de matrícula 122-0002076, cuyo comprador fue la señora Angélica Muñoz de Ortiz.

· Folio de matrícula inmobiliaria 122-0002076, donde se observa el registro de la anterior escritura.

· Copia simple de la escritura pública número 2 del quince de enero de mil novecientos setenta y uno (1971)
, mediante la cual la señora Aura Julia Palomino de López y Bernardo Marino López Burbano adquirieron en compraventa el bien de matrícula 122-0001250.
· Folio de matrícula inmobiliaria 122-0001250, en donde se registró el anterior acto jurídico.

· Copia simple de la escritura pública número 37 del veinte (20) de abril de mil novecientos setenta y cuatro (1974)
, por medio del cual el señor Bernardo Marino López Burbano, adquirió en compraventa el bien de matrícula 122-0008693.
· Folio de matrícula inmobiliaria 122-0008693, en donde se registró la anterior compraventa.

· Certificado expedido el día trece (13) de febrero de dos mil dos (2002)
, por el Secretario de Tránsito y Transporte Municipal, en donde se consignó que el vehículo Nissan Patrol, de placas NCD-556, de servicio particular, color verde y marfil, con número de motor P-198459, y licencia de tránsito #91-0202975, es propiedad del señor Bernardo Marino López Burbano.
· Copia simple de la escritura pública número 178 del treinta (30) de diciembre de mil novecientos setenta y ocho (1978), contentiva de la compra de un inmueble, realizada por las señoras Marina Palomino Rivera y Lely María Palomino Rivera.

· Folio de matrícula inmobiliaria 122-002168, en donde hizo el registro del anterior acto jurídico.

· Copia auténtica de la escritura pública número 87 del veinticinco (25) de mayo de mil novecientos noventa y cuatro (1994)
, por medio del cual el señor Alfredo Bermeo Molano realizó la venta de derechos sucesorales a Elías Meneses Muñoz.
· Folio de matrícula inmobiliaria, en donde se observa en la anotación 06 la enajenación de derechos sucesorales en cuerpo cierto de Alfredo Bermeo a Elías Meneses Muñoz.

· Copia auténtica de la escritura pública número 62 del veintiuno de julio de mil novecientos ochenta (1980), contentiva de la compra de bien inmueble realizada por los señores Edgar Manuel Meza Ortiz y Gloria López de Meza.

· Folio de matrícula inmobiliaria, en donde se observa el registro de la anterior compraventa.

· Facturas de bienes muebles propiedad de la señora Gloria López de Meza, Rodrigo Fernando Hoyos Ruiz y Laurentino Perafán.

· Copia simple del Informe de Novedad suscrito por el Comandante del Distrito Cinco (e), de donde se resalta:
“Respetuosamente me permito informar a mi Coronel, la novedad ocurrida el día 210701 cuando fue objeto de toma subversiva la Estación de Policía Bolívar (Cauca); siendo aproximadamente las 15:00 horas, llegó a la Estación un Ciudadano a informarme que tenia (sic) conocimiento que la guerrilla iba a incursionar pero que no sabia (sic) la hora exacta, que iba hacer una llamada y posteriormente me informaba, efectivamente regreso (sic) como a los 10 minutos informando que ya había salido hacia el pueblo, de inmediato mande a formar todo el personal que se encontraba disponible con toda la munición de reserva, dándoles la instrucción pertinentes (sic), luego reforcé las garitas quedándome en las instalaciones con el Comandante de Guardia y dos agentes más (sic). Después salí a verificar que todo el personal estuviera en su lugar siendo las 16:00 horas aproximadamente empezo (sic) el ataque, resultando herido en primer momento el PT. CRUZ CARDONA AIMER con una granada de 40 mm, disparada desde unos villares (sic) que quedan a unos diez metros de la garita dos, continuaron atacando con armamento pesado como rockest(sic), granadas de fusil M-79 y armas no convencionales como pipas de gas, bombas incendiarias y otras que desconozco. Logrando repeler el ataque hasta las 04:20 horas aproximadamente del día 220701, cuando fuimos rodeados aproximadamente por 350 hombres pertenecientes a la compañía CARLOS ARTURO MEDINA, comisiones del octavo, trece y sesenta frente de las FARC, quienes ingresaron hasta la estación por la parte posterior dinamitando las casas de habitación y de la misma forma por el frente. Resultando herido el antes ya mencionado y el AG. ECHEVERRY COLMENARES JAIRO, con esquirlas de granada en la pierna izquierda y brazo derecho. Al ser copados en su totalidad debido a que la munición escaseaba y la superioridad numérica de la subversión estos aprovecharon la oportunidad para hurtarse el siguiente material de guerra así: (…)”.
· Diligencia de inspección judicial como prueba anticipada, llevada a cabo el quince (15) de agosto de dos mil uno (2001), por el Juzgado Civil del Circuito de Bolívar – Cauca, en el que concurrieron las partes representadas por apoderado judicial y la perito designada para tal asunto, del cual se resalta:
“Que según los vestigios encontrados, se desprende que empezando en la casa del señor HERNAN BURBANO y terminando en el Cuartel de Policía, se hizo un pasadizo destruyendo las paredes internas, con el fin de tomarse, supuestamente, el puesto de policía, dada la proximidad de las viviendas a este puesto de Policía, las ubicadas en la misma manzana. De otro lado como son las viviendas de ANGELICA (sic) MUÑOZ DE ORTIZ, el Local Comercial de FLOR DE MARIA (sic) GUATUSMAL GOMEZ (sic), BERNARDO LOPEZ (sic) y AURA JULIA PALOMINO, como la de EDGAR MEZA se vieron afectadas porque quedan muy cerca al puesto de Policía y de las mismas se llevaron los correspondientes enfrentamiento (sic), según versiones de sus propietarios, entre los miembros de la policía y los supuestos grupos guerrilleros que atacaron la población. Lo mismo que la vivienda de ELIAS (sic) MENESES MUÑOZ, se vió (sic) afectada porque al parecer por este lugar se intentó el ingreso hasta el cuartel de la policía. (…)”

· Dictamen pericial
, rendido por los peritos Yelitza Eliana Muñoz y Yimy Tomás Guaca Mejoy, donde se resalta:

“De acuerdo a la Diligencia de Inspección Judicial realizada a los inmuebles afectados por la incursión guerrillera al casco urbano de éste municipio, y en nuestra condición de peritos designados por su Despacho, nos permitimos rendir el siguiente informe:

(…)
· GERARDO SALOMÓN y/o HERNÁN BURBANO VÁSQUEZ
La vivienda  presenta los siguientes daños:

-Destrucción total de una habitación ubicada en el fondo de la propiedad.

-Destrucción total de cubiertas, puertas y ventanas y agrietamiento de muros de dos habitaciones contiguas a la anterior.

-Destrucción de cubierta y muros de patio.

-Destrucción parcial de cubierta en el resto de la casa.

(…)

	TOTAL DAÑOS BIEN INMUEBLE
	
	14.153.500


· TABERNA Y PIZZERÍA “CALLE REAL”
(…)

Los daños ocasionados al establecimiento comercial se registran en:

-La parte de la cubierta y cielo raso.

Decoración.

(…)

	TOTAL DAÑOS BIEN INMUEBLE
	
	18.412.000.00


· LAUREANO GÓMEZ QUINTERO
(…)

Esta vivienda presenta daños en, aproximadamente, un 95% de su estructura por lo que se consideró que su destrucción fue total.
(…)

	TOTAL DAÑOS BIEN INMUEBLE
	
	77.753.500


· CENTRO SOCIAL SAN JOSÉ
(…)

	TOTAL DAÑOS BIEN INMUEBLE
	
	90.405.000


· AUGUSTO BOLÍVAR HOYOS

(…)

Vivienda que presenta deterioro en un 90% de su totalidad, específicamente en el interior de la casa.

Los muros del interior que quedaron en pie, es necesario demolerlos, ya que presentan grietas peligrosas.

(…)

	TOTAL DAÑOS BIEN INMUEBLE
	
	106.158.500


· ROSA TULIA BURBANO
(…)

La casa presenta daños parciales en muros y cubierta, además de la destrucción de menaje familiar.

	TOTAL DAÑOS BIEN INMUEBLE
	
	12.635.000


· ANGÉLICA MUÑOZ DE ORTIZ

(…)

	TOTAL DAÑOS BIEN INMUEBLE
	
	2.289.400


· FLOR DE MARÍA GUATUSMAL – PAPELERÍA Y VARIEDADES JUAN XXIII
(…)

Los daños presentados en éste local están referidos a mercancías de librería y papelería que, según inventario, están avaluados en $10.000.000, según avalúo hechos por la propietaria.

· AURA JULIA PALOMINO Y MARINA PALOMINO
(…)

Esta vivienda presenta destrucción total. 

(…)

	TOTAL DAÑOS BIEN INMUEBLE
	
	26.301.000


· BERNARDO LÓPEZ
(…)

	TOTAL DAÑOS BIEN INMUEBLE
	
	13.179.500


· EDGAR MANUEL MEZA Y GLORIA AMPARO LÓPEZ
(…)

	TOTAL DAÑOS BIEN INMUEBLE
	
	10.921.500


· ELÍAS MENESES MUÑOZ

(…)

Este inmueble sufrió daños parciales, especialmente en muros y cubierta.

(…)

	TOTAL DAÑOS BIEN INMUEBLE
	
	2.899.500


Según el arrendatario de éste inmueble, señor Laurentino Perafán, en el local comercial existían mercancías por valor de $110.000.000.”

Del anterior dictamen se corrió traslado a las partes por el término común de tres (3) días, por auto del treinta y uno (31) de agosto de dos mil uno (2001).

La parte demandante, únicamente, objetó parcialmente el dictamen
, respecto a los siguientes puntos: a) respecto del avalúo de daños causados al inmueble de Gerardo Burbano Vásquez y/o Hernán Burbano Vásquez, la destrucción es igual o superior al 70%, por lo que los valores y cantidades expresadas en el dictamen es posible que no correspondiera a la realidad, y el valor estimado como menaje familiar, fue supremamente bajo teniendo en cuenta la mínima comodidad en que se desenvolvían sus propietarios; b) en relación con el señor Augusto Bolívar, debió anotarse el valor de los menajes de los arrendatarios, Luz Stella Bertel, por valor de $6.717.000 y Astrid Ochoa, por $4.500.000; c) en relación con la señora Flor De María Guatuzmal, Librería Juan XXIII, anexó documentos para establecer la cantidad determinada en el experticio y forme parte de él; y d) respecto al bien de Aura Julia Palomino y Marina Palomino, el valor de $20.000.000 no corresponde a la realidad, y el avalúo del menaje doméstico, que fue avaluado en $6.000.000, es inferior a la realidad, teniendo en cuenta que existían muebles antiguos, los cuales tenían un valor material, moral y familiar superior al presentado.
Por escrito del primero (1) de octubre de dos mil uno (2001)
, los peritos realizaron las aclaraciones respecto de las objeciones señaladas por la parte demandante, de la siguiente forma: a) la apreciación de que la habitación es del 70% es relativa dependiendo de la persona que efectúe el avalúo, por eso se optó por realizar la medición de cada una de las estructuras afectadas en el inmueble para obtener resultados más precisos, y respecto a los pisos del inmueble no se encontraron destruidos, el deterioro de los servicios sanitarios es el normal, e incluyó el costo de demolición y transporte de escombros, estimado en $1.000.000, y se rectificó en cuanto no se había incluido el valor de los menajes y enseres con un valor de $5.000.000; b) en lo concerniente al segundo punto, no se incluyó el valor de los arrendatarios por no ser parte del proceso; c) frente al tercer punto, consideraron que la sugerencia dada en la objeción no es la más adecuada para realizar el avalúo del predio; y d) aceptaron la sugerencia de modificar el precio del menaje, teniendo en cuenta la antigüedad de los muebles y los avaluó en $12.000.000.
· Oficio RECAU No. 0901
, por medio del cual el Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana – INURBE, relaciona las personas que solicitaron el Subsidio de Vivienda como damnificados por las tomas guerrilleras acaecidas en el municipio de Bolívar – Cauca, conforme con lo solicitado en el proveído del nueve (9) de julio de dos mil dos (2002), del cual se resalta:

“FAMILIAS QUE YA LES ASIGNARON EL SUBSIDIO MEDIANTE RESOLUCIÓN 0356 DEL 20 DE MAYO DE 2002, SE ESTÁ EN EL PROCESO DE COBRO.
NOMBRE DEL BENEFICIARIO

CÉDULA

VR. SUBSIDIO

GERARGO SALOMÓN BURBANO

4.626.270

$7.150.000

FLOR DE MARÍA GUATUZMAL

34.544.352

Los anteriores peticionarios es el mismo grupo familiar.

AUGUSTO BOLÍVAR HOYOS

10.527.571

$7.150.000

ALICIA RUIZ SOTELO


25.308.914

RODRIGO F. HOYOS RUIZ


76.325.14

Los anteriores peticionarios es el mismo grupo familiar.

ROSA TULIA BURBANO LÓPEZ

25.308.096

$3.022.205

FAMILIAS QUE SOLICITARON EL SUBSIDIO PERO QUE A LA FECHA NO LES HAN ASIGNADO EL BENEFICIO ESTATAL

GLORIA AMPARO LÓPEZ


25.309.333

$4.709.640

EDGAR MANUEL MEZA


4.625.815

Los anteriores peticionarios es el mismo grupo familiar.

LAUREANO GÓMEZ QUINTERO

11.428.026

$7.150.000

ELÍAS MENESES MUÑOZ


4.626.326

$7.150.000

FAMILIAS QUE NO HAN SOLICITADO EL SUBSIDIO AL INURBE

MARÍA RUBY VÁSQUEZ


29.653.506

ANGÉLICA MUÑOZ



25.307.750

AURA JULIA PALOMINO


25.256.867

BERNARDO LÓPEZ



1.437.649

MARINA PALOMINO


25.306.008

LAURENTINO PERAFÁN


76.325.214

Adicionalmente los daños ocasionados a Instituciones, Locales Comerciales y afines no es de competencia de la entidad su atención. (…)”

· Oficio RSS-AGM-14685/02
, de la Red de Solidaridad Social, en donde se da respuesta a lo solicitado mediante auto del nueve (9) de julio de dos mil dos (2002), del cual se resalta:

“Revisados nuestros archivos aparece solicitud de ayuda humanitaria por pérdida de bienes presentadas por las personas presentadas por las personas que se relacionan a continuación, a las cuales se canceló la suma de $572.000 como afectados en la toma en mención, se avisó pago el 26 de julio de 2002 mediante oficio RSS-AGM-12909 (anexo).
1. ANGÉLICA MUÑOZ ORTIZ C. C. 25.307.750.

2. AURA JULIA PALOMINO RIVERA C. C. 25.256.867.

3. BERNARDO MARINO LÓPEZ BURBANO C. C. 1.437.649.

En cuanto a la señora FLOR DE MARÍA GUATUZMAL, aparece solicitud de ayuda humanitaria, cuyo trámite está pendiente por faltar fotocopia LEGIBLE de la Cédula de Ciudadanía. (…)

· Copia simple de la constancia de la Cámara de Comercio del Cauca, en donde se observa que la señora Flor De María Guatuzmal, como propietaria del establecimiento de comercio Librería Juan XXIII, se encuentra matriculado en el registro mercantil.

· Copias de las facturas de elementos de sonido, a nombre del señor Rodrigo Fernando Hoyos
; copia de facturas de mercancías a nombre del señor Laurentino Perafán
; y facturas de mercancías a nombre de Flor Guatuzmal Gómez y Librería Juan XXIII.

3. Legitimación en la causa por activa.
La legitimación en la causa, se ha reiterado por parte de la jurisprudencia de esta Corporación, que constituye un presupuesto procesal para obtener decisión de fondo, por lo que “la legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable, al demandante o al demandado”.

Es así, que la legitimación en la causa se entiende como la calidad que posee una persona, bien sea para formular pretensiones u oponerse a ellas, por ser el sujeto de la relación jurídica de carácter sustancial.

Cuando las pretensiones se refieren a reclamos sobre bienes inmuebles, quien tiene la legitimación en la causa es el propietario, poseedor o tenedor del predio según la condición con la cual se presente al proceso. Por consiguiente, “la ausencia de legitimación en la causa por activa, imposibilita desde el plano sustancial, dar por establecido el daño antijurídico alegado por los citados demandantes, ya que no se encuentra demostrado el carácter personal del mismo, esto es, que quien lo aduce sea la persona que efectivamente ha padecido la lesión, afectación o alteración sobre el interés jurídicamente tutelado que se alega en la demanda”
.

Al respecto, esta Corporación ha sido enfática al sostener que la propiedad sobre bienes inmuebles se asegura demostrando el título y el modo en consonancia con lo dispuesto en la legislación nacional. En efecto, “la propiedad de un bien de esa naturaleza se acredita, entre otros, con la escritura pública de compraventa y con la inscripción de ésta en la oficina de instrumentos públicos del lugar del inmueble. Faltando cualquiera de estos dos elementos, se entenderá que la propiedad no se encuentra acreditada”
.

Seguidamente, el Código Civil en el artículo 2200, prescribe que por medio del negocio jurídico del comodato una de las partes entrega a la otra gratuitamente una especie mueble o raíz, para que haga uso de ella y con cargo de restituir la misma especie después de terminar el uso. Por lo que el comodatario tiene el deber de garantizar la conservación del bien y el de restituir el bien raíz, en este caso, al final del término pactado; de igual forma resalta la Sala que el contrato de comodato es un negocio jurídico eminentemente consensual, esto es, se perfecciona con el acuerdo de voluntad de las partes sin que sea necesario solemnidad alguna para dicho perfeccionamiento; no obstante, es menester de la Sala señalar que cuando dicho acto jurídico se realice sobre bienes inmuebles surge la necesidad de realizarlo por escritura pública, la cual deberá ser registrada en la correspondiente oficina para tal efecto.
En el presente asunto, la Hermana María Ruby Vásquez Giraldo concurrió en el presente proceso como directora y representante legal del Centro Social San José, como entidad comodataria de uno de los inmuebles afectados por la incursión subversiva, sobre lo cual observa la Sala que se allegó al proceso copia auténtica de la escritura pública del contrato de comodato por un término de diez (10) años y la respectiva constancia de registro ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bolívar – Cauca, por lo que la Subsección analizará lo relacionado a los perjuicios de dicha demandante en su calidad de comodatarios del bien inmueble.

4. Caso Concreto.

Previo a decidir el fondo del asunto, la Sala considera necesario pronunciarse acerca del valor probatorio de la prueba anticipada allegada con el libelo introductorio (inspección judicial con peritos), así como de las copias simples y las fotografías presentadas con dicho escrito.
El capítulo IX del Código de Procedimiento Civil, aplicable por remisión expresa del artículo 168 del Código Contencioso Administrativo
, señala lo referente a las pruebas anticipadas y en especial, el artículo 300, modificado por el Decreto 2282 de 1989, vigente para aquel momento, prescribe que “con citación de la presunta contraparte o sin ella, podrá pedirse como prueba anticipada la práctica de inspección judicial sobre personas, lugares, cosas o documentos que hayan de ser materia de un proceso, cuando exista fundado temor de que el transcurso del tiempo pueda alterar su situación o dificultar su reconocimiento. Podrá pedirse dictamen de peritos, con o sin inspección judicial, siempre que se cite para ello a la persona contra quien se pretende hacer valer esa prueba. La petición se formulará ante el juez del lugar donde debe practicarse” (Subrayado fuera del texto).
Sobre las pruebas anticipadas, ha señalado la Corte Constitucional:
“Desde el punto de vista práctico las pruebas anticipadas con fines judiciales se explican por la necesidad de asegurar una prueba que después, al adelantarse el proceso correspondiente y por el transcurso del tiempo y el cambio de los hechos y situaciones, no podría practicarse, o su práctica no arrojaría los mismos resultados, como ocurre por ejemplo cuando una persona que debe rendir testimonio se encuentra gravemente enferma. Desde el punto de vista constitucional dichas pruebas tienen su fundamento en la garantía de los derechos fundamentales de acceso a la justicia, el debido proceso y el derecho de defensa o contradicción, contemplados en los Arts. 229 y 29 de la Constitución, en cuanto ellos implican, para las partes e intervinientes del proceso, no solamente la facultad de acudir a la jurisprudencia y lograr que se cumpla la plenitud de las formas propias del mismo, sino también la de aducir y pedir la práctica de las pruebas necesarias con el fin de controvertir las de la contraparte y alcanzar la prosperidad de sus pretensiones o defensas, de conformidad con las normas sustanciales. (…)

La prueba pericial tendrá valor probatorio y, por consiguiente, podrá ser apreciada por el juez solamente si corresponde a un acto procesal que fue sometido al principio de contradicción y fue regular y legalmente practicado en el proceso, conforme a las reglas previstas en la ley para el efecto. Dicho de otro modo, si el dictamen pericial no ha sido decretado por un juez, o no ha sido controvertido en el proceso, carece de mérito probatorio y no puede ser valorado judicialmente porque no es una prueba legalmente practicada.”

En este entendido, considera la Sala que la naturaleza de pruebas de producción anticipada de carácter conservatorio se trata, como su denominación lo indica, de pruebas realizadas antes de la oportunidad legal; están destinadas a probar hechos y no a constituir el proceso. Su función principal es la de procurar que las partes puedan obtener la conservación de pruebas de las que si se espera el momento de su producción legal, se corre el riesgo de que se pierdan por el transcurso del tiempo o alteración artificiosa de la situación de hecho o de las cosas.

De acuerdo con lo anterior, la Subsección observa que en la inspección judicial con peritos realizada el quince (15) de agosto de dos mil uno (2001), concurrió la parte demandada debidamente notificada y que del dictamen pericial emitido se corrió el respectivo traslado a las partes, por lo cual, dicha prueba anticipada se le dará el valor probatorio correspondiente.
Ahora bien en lo referente al valor probatorio de las fotografías allegadas con el libelo, se ha señalado insistentemente por esta Corporación lo siguiente:
“Sobre la posible valoración de las fotografías que fueron allegados al proceso por el demandante, y que pretenden demostrar la ocurrencia de un hecho, debe precisarse que éstas sólo dan cuenta del registro de varias imágenes, sobre las cuales no es posible determinar su origen, ni el lugar, ni la época en que fueron tomadas, y al carecer de reconocimiento o ratificación, no pueden ser cotejadas con otros medios de prueba allegados al proceso. (…) se tiene que las fotografías son pruebas documentales que el juez está en la obligación de examinar bajo el criterio de la sana crítica, siempre y cuando se hayan verificado los requisitos formales para la valoración de ese tipo de medios probatorios, esto es, la autenticidad y la certeza de lo que se quiere representar.”

En efecto, la Sala no valorará las fotografías allegadas con la demanda teniendo en cuenta que estas solo dan cuenta del registro de varias imágenes, conforme con la jurisprudencia señalada.

No obstante lo anterior, la Sala valorará la fotografía tomada el día en que se realizó la inspección judicial solicitada como prueba anticipada, toda vez que existe certeza del lugar, origen y época en que fue tomada.

Seguidamente, la Subsección valorará conforme al precedente jurisprudencial, que ha indicado que es posible apreciar las copias si las mismas han obrado a lo largo del plenario y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes, conforme a los principios de la buena fe y lealtad que deben conducir toda la actuación judicial.

Así las cosas, al haber sido aportada la prueba documental junto con la demanda, es procedente su apreciación toda vez que ha obrado durante todo el curso del proceso, sin haber sido tachada de falsa por la entidad demandada ni haberse opuesto a la misma en las etapas procesales pertinentes.

Sobre la valoración de copias simples, se ha sentado:

“En el caso sub examine, las partes demandadas pudieron controvertir y tachar la prueba documental que fue aportada por la entidad demandante y, especialmente, la copia simple del proceso penal que se allegó por el actor, circunstancia que no acaeció, tanto así que ninguna de las partes objetó o se refirió a la validez de esos documentos. 

Por lo tanto, la Sala en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal reconocerá valor a la prueba documental que ha obrado a lo largo del proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su veracidad por las entidades demandadas. 

El anterior paradigma, como se señaló, fue recogido por las leyes 1395 de 2010, 1437 de 2011, y 1564 de 2012, lo que significa que el espíritu del legislador, sin anfibología, es modificar el modelo que ha imperado desde la expedición de los  Decretos leyes 1400 y 2019 de 1970. 

En otros términos, a la luz de la Constitución Política negar las pretensiones en un proceso en el cual los documentos en copia simple aportados por las partes han obrado a lo largo de la actuación, implicaría afectar –de modo significativo e injustificado– el principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, así como el acceso efectivo a la administración de justicia (arts. 228 y 229 C.P.). 

Lo anterior no significa que se estén aplicando normas derogadas (retroactividad) o cuya vigencia se encuentra diferida en el tiempo (ultractividad), simplemente se quiere reconocer que el modelo hermenéutico de las normas procesales ha sufrido cambios significativos que permiten al juez tener mayor dinamismo en la valoración de las pruebas que integran el acervo probatorio, para lo cual puede valorar documentos que se encuentran en copia simple y frente a los cuales las partes han guardado silencio, por cuanto han sido ellas mismas las que con su aquiescencia, así como con la referencia a esos documentos en los actos procesales (v.gr. alegatos, recursos, etc.) los convalidan, razón por la que, mal haría el juzgador en desconocer los principios de buena fe y de lealtad que han imperado en el trámite, con el fin de adoptar una decisión que no refleje la justicia material en el caso concreto o no consulte los postulados de eficacia y celeridad. 

De allí que, no puede el juez actuar con obstinación frente a los nuevos lineamientos del derecho procesal o adjetivo, en los que se privilegia la confianza y la lealtad de las partes, razón por la cual esa es la hermenéutica que la Sección C de la Sección Tercera ha privilegiado en pluralidad de decisiones, entre ellas vale la pena destacar.

(…)

En esa perspectiva, constituye una realidad insoslayable que el moderno derecho procesal parte de bases de confianza e igualdad de armas, en las que los aspectos formales no pueden estar dirigidos a enervar la efectividad del derecho material, sino que deben ser requisitos que garanticen la búsqueda de la certeza en el caso concreto y, por lo tanto, impidan que el juez adopte decisiones denegatorias de pretensiones por exceso ritual manifiesto. Así las cosas, se debe abogar por un derecho procesal dinámico, en el que las partes asuman sus responsabilidades a partir de un escenario serio en el que se defiendan los intereses subjetivos que se debaten al interior del litigio, sin que el operador judicial promueva rigorismos formales que entorpezcan la aplicación del mismo.”

De acuerdo con lo que ha establecido esta Sección, al estudiar los procesos de reparación directa es indispensable abordar primeramente, lo relativo a la existencia o no del daño y si el mismo puede o no considerarse antijurídico; solo bajo la premisa de la existencia del daño antijurídico se ha de “realizar la valoración del otro elemento de la responsabilidad estatal, esto es, la imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los distintos títulos que para el efecto se ha elaborado”
. 

En el sub lite, se encuentra acreditado el daño consistente en el detrimento patrimonial sufrido por los demandantes con ocasión del ataque subversivo dirigido a la Estación de Policía del Municipio de Bolívar – Cauca, como se puede observar de la inspección judicial solicitada como prueba anticipada y en la fotografía tomada al vehículo Nissan de color verde de placas NCD 556.
Ahora, desde el plano de la imputación, corresponde determinar si los daños son imputables a la entidad demandada, o por el contrario, son atribuibles a una causa extraña.

En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la “atribución de la respectiva lesión”
; en consecuencia, “la denominada imputación jurídica (imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico, y allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política”
.

Al respecto, en recientes pronunciamientos, esta Sección ha reiterado que: 

“La imputación fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la causalidad material y las herramientas normativas propias de la imputación objetiva que han sido delineadas precisamente para establecer cuándo un resultado, en el plano material, es atribuible a un sujeto. De otro lado, la concreción de la imputación fáctica no supone por sí misma, el surgimiento de la obligación de reparar, ya que se requiere un estudio de segundo nivel, denominado imputación jurídica, escenario en el que el juez determina si además de la atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica de reparar el daño antijurídico; se trata, por ende, de un estudio estrictamente jurídico en el que se establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios bien a partir de la verificación de una culpa (falla), o por la concreción de un riesgo excepcional al que es sometido el administrado, o de un daño especial que frente a los demás asociados es anormal y que parte del rompimiento de la igualdad frente a las cargas públicas”
.

En este sentido, se tiene que el daño antijurídico puede ser ocasionado por actos terroristas en los que la imputación de la responsabilidad al Estado “parte del supuesto de que el acto o la conducta dañosa son perpetrados por terceros ajenos a él, trátese de delincuencia común organizada o no, subversión o terrorismo”
, pero que rompe el equilibrio de las cargas públicas. 
El acervo probatorio permite concluir que los daños son imputables a la entidad demandada por cuanto “en este caso resulta aplicable la teoría del daño especial, habida cuenta que el daño, pese que se causó por un tercero, lo cierto es que ocurrió dentro de la ya larga  confrontación que el Estado ha venido sosteniendo con grupos subversivos, óptica bajo la cual, no resulta constitucionalmente aceptable que el Estado deje abandonadas a las víctimas y, que explica que la imputación de responsabilidad no obedezca a la existencia de conducta alguna que configure falla en el servicio, sino que se concreta como una forma de materializar los postulados que precisamente justifican esa lucha contra la subversión y representan y hacen visible y palpable, la legitimidad del Estado”
 .

Lo antes señalado en virtud de la aplicación del título de imputación de daño especial, teniendo en cuenta que en el sub examine no se configuró la falla en el servicio, con base en la reciente sentencia de unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera, que estableció respecto de la aplicación del título de daño especial, lo siguiente: 

“Sin embargo, en este tipo de eventos siempre ha existido dificultad al momento de encuadrar el juicio de responsabilidad, pues en muchos de tales casos el daño por el cual se reclama indemnización ha sido causado por el actuar de los grupos subversivos y no por el de los agentes del Estado, con lo que, aparentemente, se estaría en presencia de una causal eximente de responsabilidad como es el hecho de un tercero.

Es por lo anterior que la Sección, cuando en esos casos no ha podido vislumbrar la existencia de una falla en el servicio, ha considerado que el Estado no por ello se encuentra exonerado de responder, sino que, ha encontrado fundamento a la declaratoria de responsabilidad en el daño sufrido por la víctima en tanto que ha considerado que el padecimiento de ese daño desborda el equilibrio de las cargas públicas y rompe con los principios de solidaridad y equidad. (…) Como sea que los hechos que dieron lugar al daño por el cual hoy se reclama ocurrieron en el marco del conflicto armado interno
 y resulta evidente que es al Estado a quien corresponde la búsqueda de soluciones que conlleven a la terminación de la guerra, de ahí que debe convenirse en que se aparta de los más elementales criterios de justicia y equidad que al producirse estos ataques subversivos, el Estado no acuda a socorrer a sus víctimas. (…) Ahora, en cuanto al título de imputación como herramienta de motivación que debe ser aplicado para dar respuesta al caso concreto, la Sala considera que, en aras de materializar el valor justicia
, la responsabilidad del Estado en este caso se ha comprometido a título de daño especial, por entenderse que no hay conducta alguna que pueda reprochársele a la entidad demandada, quien actuó dentro del marco de sus posibilidades, así como tampoco se puede reprochar la conducta de la parte demandante, quien se presenta como habitante del pequeño poblado de Silvia, víctima indirecta de un ataque dirigido contra el Estado, cuyo radio de acción no se limitó a objetivos estrictamente militares, sino que comprendió también a la población civil y que, en tales circunstancias le causó un perjuicio en un bien inmueble de su propiedad, trayendo para ella un rompimiento de las cargas públicas que debe ser indemnizado” (subrayado fuera de texto)
.
En efecto se encuentra probado que el día veintiuno (21) de julio de dos mil uno (2001), se presentó un enfrentamiento armado en el municipio de Bolívar – Cauca, entre los miembros de la Policía Nacional y guerrilleros de las FARC, al sufrir la incursión de estos, la cual iba dirigida principalmente contra la estación de policía municipal, como se puede observar del Informe de Novedad suscrito por el Comandante del Distrito Cinco (E).

Por otra parte, respecto a la tasación de los perjuicios, esta Corporación ha señalado
:
“Al Estado colombiano se le asignan las obligaciones de respetar los Derechos Humanos establecidos en los tratados ratificados voluntariamente por el Congreso de la República; garantizar su goce y pleno ejercicio a las personas que se encuentren bajo su jurisdicción; y adoptar las medidas necesarias para hacerlos efectivos. En consecuencia, dado que durante las últimas décadas un gran número de colombianos y colombianas han soportado innumerables violaciones a sus Derechos Humanos, el Estado debe adoptar las medidas necesarias para hacer efectivos los derechos cuyo respeto se impone, por cuanto dichos actos delictivos han limitado el ejercicio de las libertades constitucionales, restringido la construcción de tejido social y debilitado el Estado Social de Derecho.  

(…)   

Ante este escenario, el Estado colombiano se encuentra legitimado para implementar herramientas que permitan profundizar la democracia y superar un pasado de innombrables abusos. Es por eso que se han impulsado iniciativas que supeditadas de manera estricta a la Constitución, buscan garantizar y reparar los derechos afectados que han impactado de manera diferenciada a mujeres, niños, niñas, adolescentes, discapacitados, grupos étnicos, líderes sociales, y organizaciones que asumen la defensa de los Derechos Humanos. En este sentido, se considera pertinente, prudente y legítimo, acudir a las herramientas que gracias al desarrollo progresivo del derecho internacional se han venido diseñando para enfrentar este tipo de situaciones, dentro de las que se encuentran las implementadas en Estados que han salido de situaciones de conflicto armado, desarrolladas como elementos del concepto de justicia transicional.

Estos esfuerzos que en Colombia incluyen la Ley 418 de 1997 (modificada y prorrogada por las Leyes 548 de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006 y 1421 de 2010) expedida para resolver procesos iniciados por la comisión de delitos políticos
, la Ley 975 de 2005 para los delitos de lesa humanidad
, la ley 1424 de 2010 a través de la cual se dictan disposiciones de justicia transicional que garantizan verdad, justicia y reparación a las víctimas de desmovilizados de grupos organizados al margen de la ley, y la ley 1448 de 2011 para la formulación y adopción de medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, han sido producto de la realidad social y política del país, y se han promulgado con el fin de allanar el camino hacia la paz y la reconciliación nacional a través del diseño de medidas que procuran el goce efectivo de los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas, y de la sociedad en general.
No obstante lo anterior, dichos instrumentos no agotan la obligación del Estado de garantizar el ejercicio de los derechos vulnerados a las víctimas. Así, paralelo al diseño de nuevos procedimientos judiciales que respondan a la magnitud de las demandas, a la gravedad de las violaciones y a las obligaciones de lucha contra la impunidad, y recordando la inevitable exigencia de fortalecer las entidades responsables del desarrollo de los procesos surgidos de la aplicación de la normativa de justicia transicional, el Gobierno Nacional ha reconocido la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran las víctimas, a través, por ejemplo, de la asunción de responsabilidad en el diseño e implementación de programas de reparación por vía administrativa contentivos de una serie de medidas ágiles y comunes que complementan los esfuerzos realizados por vía judicial. 

Por lo tanto, respondiendo a exigencias de responsabilidad, mesura y rigurosidad frente a los compromisos políticos y jurídicos que se tienen con la sociedad colombiana, los programas de reparación por vía administrativa existentes y los que se diseñen en el futuro, no pueden pretender reparar el daño causado pues su tasación implica ejercicios propios del ámbito judicial en los que se establece la responsabilidad del Estado (ante lo contencioso administrativo), o del infractor (ante lo penal), y su correlativa sanción; en consecuencia, ni sustituyen ni pueden impedir el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la justicia para reclamar la reparación integral del daño causado. Así las cosas, de acuerdo con el principio de coherencia externa que debe regir el diseño de los programas de reparación por vía administrativa, en ningún caso pueden éstos ser analizados de manera aislada con respecto a los esfuerzos de esclarecimiento judicial ni a los que se han realizado y se realicen para reconstruir la verdad sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron las violaciones a los Derechos Humanos. A su turno, los esfuerzos de esclarecimiento judicial tampoco pueden ser ajenos a la actividad administrativa; es la suma de estos esfuerzos la que satisface los requerimientos de integralidad”.

En este orden de ideas, es preciso recordar que por mandato del artículo 1757 del Código Civil, incumbe probar las obligaciones o su extinción al que alega aquéllas o ésta al poner en funcionamiento el aparato jurisdiccional del Estado.
En efecto, las cargas con las que deben correr quienes se enfrentan en un litigio, responden a principios y reglas jurídicas que regulan la actividad probatoria, a través de las cuales se establecen los procedimientos para incorporar al proceso -de manera regular y oportuna- la prueba de los hechos, y de controvertir su valor con el fin de que incidan en la decisión judicial; en efecto, su intención es convencer al juez sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos dañosos, y las respectivas consecuencias
. 

Es así como al juez se le impone regir sus decisiones de acuerdo con por lo menos, tres principios fundamentales: onus probandi incumbit actori (al demandante le corresponde probar los hechos en que funda su acción); reus, in excipiendo, fit actor (el demandado, cuando excepciona, funge de actor y debe probar los hechos en que funda su defensa); y actore non probante, reus absolvitur (el demandado debe ser absuelto de los cargos si el demandante no logra probar los hechos fundamento de su acción). Estos principios están recogidos tanto en la legislación sustancial (art. 1757 del CC) como en la procesal civil colombiana (art. 177 del CPC), y responden primordialmente a la exigencia de justificar lo afirmado con el fin de persuadir a otros sobre su verdad, salvo cuando se trate de hechos notorios y afirmaciones o negaciones indefinidas por no requerir prueba.

4.1. Perjuicios materiales.

En lo referente a los perjuicios materiales, esta Sección ha expuesto:

“De conformidad con el artículo 1613 del C.C., el daño material comporta el daño emergente y el lucro cesante; doctrinaria y jurisprudencialmente se ha sostenido que tanto el daño emergente como el lucro cesante, pueden a su vez presentar las variantes de consolidado y futuro. Por perjuicio consolidado se entiende aquel que existe, es el perjuicio cierto, que “ya se exteriorizó”, es “una realidad ya vivida”. En tratándose del daño emergente, consiste en los desembolsos, egresos, o gastos efectuados; si se trata del lucro cesante, consiste en que “se haya concluido la falta del ingreso”. Se considera perjuicio no consolidado aquella disminución del patrimonio de la víctima que sobrevendrá, es futuro; ésta categoría se concreta en los desembolsos, egresos o gastos aún no efectuados (daño emergente futuro) y, en los ingresos que dejarán de percibirse (lucro cesante futuro).”

En el plenario se observa dictamen pericial, como prueba anticipada, del cual se solicitó aclaración y complementación por la parte demandante, y del cual se surtió el traslado respectivo a la parte demandada, respetando así el principio de contradicción y de defensa de las partes.

La ley procesal en especial el Código de Procedimiento Civil, ha destacado la procedencia de la prueba pericial para verificar hechos que interesen al proceso y requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos.
Referente a dicha prueba la Subsección ha señalado:

“La Sala precisa, que el dictamen pericial constituye un elemento más de prueba que debe ser valorada por el funcionario judicial inicialmente de acuerdo con los criterios previstos en el artículo 241 del Código Procesal Civil, y luego en conjunto con los demás medios probatorios teniendo en cuenta las reglas de la sana crítica. 

Pues bien, el dictamen es un medio de convicción con el cual un experto aporta al proceso elementos técnicos, científicos o artísticos, con miras a contribuir a dilucidar la controversia.

La ley procesal determina que la pericia contenga una relación detallada de las operaciones practicadas y de sus resultados, explicando cuáles fueron los instrumentos, materiales y sustanciales empleados.

Exigencia lógica si se atiende a que con base en esa relación el funcionario judicial lleva a cabo la apreciación del dictamen, dado que las conclusiones tienen como soporte y garantía de credibilidad las labores adelantadas por el perito para llegar a esa opinión.

Además, deben contener las conclusiones formuladas por los expertos con arreglo a los principios de la ciencia, arte o técnica aplicada, respondiendo ordenadamente y en forma concreta y expresa todos los puntos sometidos a su consideración.
En síntesis, el dictamen debe contener dos partes, la descripción del proceso cognoscitivo, y las conclusiones. El primero,  comporta la clase de dictamen, las preguntas por responder, el objeto, persona, cosa o fenómeno sometido al proceso de conocimiento, explicar de manera clara el procedimiento técnico, artístico o científico realizado, informando la metodología y medios utilizados, y describir los hallazgos o comprobaciones realizadas, dejando memoria o reproducción de ellos. Las comprobaciones comparadas con el cuestionario extendido por el funcionario judicial y sus respuestas, arrojan las conclusiones del dictamen. 

Presentado el dictamen el funcionario judicial debe examinar la coherencia del proceso cognoscitivo y su congruencia con las conclusiones, y todo su conjunto con las preguntas contenidas en el cuestionario.

El dictamen debe ser claro y preciso, explicando los exámenes, experimentos e investigaciones realizadas y los fundamentos técnicos, científicos o artísticos de las conclusiones.”

Para la apreciación del dictamen
, se itera que se tendrá en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, la competencia de los peritos y los demás elementos probatorios que obren en el proceso.
Conforme con las anteriores premisas, la Subsección desechará el dictamen pericial, teniendo en cuenta la ausencia de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas que condujeron a las conclusiones descritas, y de soportes documentales o aún testimoniales de las mismas, máxime cuando se observa en dicho dictamen que en los avalúos de los bienes se toma como cierto los valores señalados por los propietarios.

No obstante lo anterior, existe certeza de la disminución patrimonial sufrida por las partes demandantes, por la destrucción de los bienes inmuebles por lo que en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto para que en trámite incidental se allegue la documentación idónea para demostrar los gastos en los que incurrieron para la reconstrucción de los inmuebles, a título de daño emergente, que será reconocido a Gerardo Salomón Burbano Vásquez, Augusto Bolívar Hoyos y Alicia Ruiz Sotelo, Laureano Gómez Quintero, Flor de María Guatuzmal Gómez, Rosa Tulia Burbano, Angélica Muñoz Ortiz, Aura Julia Palomino y Bernardo López, Marina Palomino, Gloria Amparo López de Meza y Edgar Manuel Meza Ortiz, Elías Meneses Muñoz, y respecto al Centro Social San José, cuyo representante legal es la hermana María Ruby Vásquez Giraldo, como comodatario del bien ubicado en la carrera 3ª entre calles 7ª y 8ª.
De igual forma se descontarán los subsidios asignados por el Instituto de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana a Gerardo Salomón Burbano, del valor de la condena, a Flor de María Guatuzmal, Augusto Bolívar Hoyos, Alicia Ruiz Sotelo, Rodrigo Hoyos Ruiz y Rosa Tulia Burbano López de acuerdo con la documentación allegada al proceso.

Respecto de la ayuda humanitaria por pérdida de bienes otorgada a Angélica Muñoz de Ortiz, Aura Julia Palomino Rivera, y Bernardo Marino López Burbano, señala la Sala que dicha ayuda se produce en virtud del principio de solidaridad social, y dado el daño especial sufrido por las víctimas y entendiéndose por tal la ayuda indispensable para sufragar los requerimientos necesarios a fin de satisfacer los derechos constitucionales de quienes hayan sido menoscabados por actos que se susciten en el marco del conflicto armado interno, por lo que la suma entregada por tal aspecto no deberá ser descontada.

En todo caso, se ordenará enviar copia de esta providencia tanto a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas
 adscrita al Departamento para la Prosperidad Social, como a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado
 para lo de su competencia.
Ahora, en lo que se refiere a los muebles y enseres que había en cada una de las viviendas al momento de la incursión guerrillera, y que quedaron destruidos como consecuencia de estos hechos, considera esta Subsección que probada la destrucción total de las viviendas, resultaría evidente que por lo menos algunos de los muebles o enseres allí contenidos también habrían tenido la misma suerte, por lo que en el mismo trámite incidental en el que se tasarán los perjuicios por la destrucción de los inmuebles, se deberán allegar las pruebas necesarias con el fin de acreditar el tipo y el valor de los muebles y enseres destruidos
; en este sentido, también se allegara al trámite incidental las respectivas pruebas para acreditar el valor de la reparación del vehículo Nissan Patrol de propiedad del señor Bernardo Marino López Burbano, así como el tipo y valor de las mercancías afectadas de propiedad del señor Laurentino Perafán y de igual forma bajo los mismos criterios los equipos de sonido que conformaban el equipo Sonido Cristal.
Ahora bien, en lo concerniente al lucro cesante alegado por Gerardo Salomón Burbano Vásquez y Flor de María Guatuzmal Gómez, como consecuencia del cierre de los establecimientos de comercio que fueron destruidos en los hechos relatados en la demanda, se tiene que si bien es cierto que para demostrar la propiedad de un establecimiento de comercio se requiere original o copia autenticada del certificado de cámara de comercio, también lo es que ésta no es la única prueba para demostrar aquella circunstancia
.
Por lo anterior, con base en las pruebas allegadas al plenario, y en especial la inspección judicial y la constancia expedida por la Cámara de Comercio del Cauca, relacionada ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento de la Taberna y Pizzería Calle Real, y de la Librería Juan XXIII, esta última ubicada en la edificación de la propiedad de Angélica Muñoz de Ortiz.
Al respecto, a pesar de haberse negado cualquier valor probatorio al dictamen pericial en el que se calcularon los ingresos que obtenían los señores Salomón Burbano y Guatuzmal Gómez, producto de sus dos locales comerciales
, la deficiencia probatoria respecto a la cuantía del lucro cesante no impide su tasación ante la certeza de la existencia y el funcionamiento de dichos establecimientos de comercio
.

Al respecto, ha dicho la Corte Suprema de Justicia, in extenso, que: 

“La Jurisprudencia con sustento en el principio de la equidad ha pregonado que pese a las consecuencias inherentes a la carga probatoria impuesta al perjudicado, hay eventos en los que sería injusto no concretar la cuantía de la indemnización, pretextando que aunque está demostrada la existencia del agravio no ha sido posible cuantificarlo en su exacta dimensión, puesto que el juzgador cuenta con distintas y muy variadas facultades enderezadas a tal finalidad, sin prescindir, claro está, de los criterios de equidad que impiden soslayar los derechos de los afectados, en el momento de realizar su tasación.
Sobre el particular, la Corte ha sostenido que “la equidad se erige en uno de los más caros principios teleológicos que debe caracterizar la gestión judicial, no sólo para interpretar la ley cual lo disponen los artículos 32 del Código Civil y 8º de la Ley 153 de 1887, sino para definir tópicos ajenos a la labor hermenéutica propiamente dicha, inclusive de naturaleza probatoria, pues, v. gr., de conformidad con la Ley 446 de 1998, dentro de cualquier proceso que se surta ante la administración de justicia, la valoración de daños irrogados a las personas, “atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales” (art. 16, se subraya).
De manera, pues, que el juez puede evitar la iniquidad de sus fallos, y bien puede acudir a diferentes mecanismos que le permitan valuar la dimensión del perjuicio, con miras a dejar indemne a la víctima. 
Así lo ha entendido esta Corporación, conforme lo puso de presente en la sentencia de 7 de noviembre de 2008 (Exp.No.1999 000403 01), en la que trajo a colación algunos de los fallos en que para tasar la indemnización acudió a referentes que le permitían concretarla, citando entre ellos, por vía de ejemplo, el proferido el 8 de julio de 1964, en el que consideró que debía condenarse al pago de los frutos dejados de producir por un predio rural por hechos atribuibles al demandado, pese a las dificultades probatorias que el litigio presentaba, y para esa tasación tuvo en cuenta la utilidad que reportó una cosecha anterior (CVIII, pág.292); también rememoró aquellos en que ha estimado que el lucro cesante generado por la destrucción o deterioro de un vehículo podía determinarse indagando cuál es la ganancia que en el medio local produce otro carro de similares características (sentencias de 1º de septiembre de 1959, XCI pág.666; 26 de febrero de 1962, XCVIII pág.293). Aún más, recordó que en litigios en que no fue demostrada la existencia del lucro cesante, ni se aportaron elementos comparativos que contribuyeran a inferirlo, ha condenado al pago del interés corriente que habría rentado el capital inmovilizado a causa del daño (sentencias de 1º de junio de 1957, LXXXV pág.584; 22 de julio de 1959, XCI Pág.283; 16 de agosto de 1963, CLL CIV pág.628). 
En ese orden de ideas, tal como lo asentó la Corte en el fallo que recapituló las decisiones reseñadas, el juez, estando acreditado el daño, ante las deficiencias probatorias para cuantificar un lucro cesante efectivamente causado (pasado) o con un alto grado de posibilidad de producirse (futuro), debe echar mano de los métodos de evaluación que permitan determinarlo, ya sea por analogía o comparación, o por proyección o modelización. En el primero se impone la adopción de un referente que proyecte la afectación de la actividad a causa del daño, como acontece con el índice de negocios celebrados con anterioridad, en una situación análoga a la existente al momento de su ocurrencia; y con el otro método, se busca describir cómo hubiere funcionado la empresa de no haberse presentado el perjuicio, comparándolo con la situación realmente afrontada por ella, sistema aplicable cuando no es factible la confrontación con modelos anteriores, tal como sucede en los casos de fabricación frustrada de productos novedosos”
.
De acuerdo con lo anterior, en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, se condenará en abstracto para que el monto se concrete en etapa incidental siguiendo el primero de los métodos de evaluación propuestos por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con las siguientes reglas que tienen como objetivo determinar lo dejado de percibir por los señores Salomón Burbano y Guatuzmal Gómez con la destrucción de su inmueble: 

1. En el marco de lo estipulado en el artículo 172 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 56 de la Ley 446 de 1998, se ordenará acudir a todos los elementos de juicio que permitan determinar el porcentaje de ventas promedio de la taberna y pizzería, así como de la librería Juan XXIII y el proveedor de propiedad de los señores Salomón Burbano y Guatuzmal Gómez, respectivamente.

2. Posteriormente, se deberá acudir al referente que permita identificar el índice de negocios que podían celebrarse para la época de los hechos en establecimientos que cumplen las características identificadas en el punto anterior, teniendo en cuenta la información obrante en distintas entidades u organismos.

3. Finalmente, se deberá proyectar la afectación de la actividad a causa del daño, multiplicando el índice de negocios que resulte del punto anterior por seis (6) meses, correspondientes al lapso que se presume requerido para recomponer una actividad comercial
.
4. La cifra que resulte de la operación anterior, se reconocerá en favor de los señores Salomón Burbano y Guatuzmal Gómez a título de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, previos los descuentos a los que se hizo referencia ad supra.

4.2 Perjuicios morales.

En el presente asunto las partes demandantes, solicitaron el reconocimiento por perjuicios morales por la pérdida de los inmuebles; sobre el particular esta Sección ha señalado:
“La pérdida de las cosas materiales, por si misma, no amerita su reconocimiento. Es posible que en circunstancias especiales, y por razones de particular afecto, se vivencie el dolor moral por la pérdida de los bienes materiales. Pero la materia necesita ser tratada con un especial enfoque cultural y filosófico para no rendirle culto a las personas que no poseen las cosas, sino que se dejan poseer por ellas. La circunstancia de que el presente conflicto de intereses se haya desatado con la filosofía del daño especial, permite concluir que el particular damnificado también está obligado, por razones de equidad, a soportar la angustia, el malestar y el dolor que la falta de seguridad genera en toda la comunidad.”

De igual forma se ha reiterado en sentencia del trece (13) de abril de dos mil (2000) y posteriormente en sentencia del siete (7) de junio de dos mil seis (2006)
, lo siguiente:

“El desarrollo del tema en la jurisprudencia nacional ha ido en evolución, al punto que hoy se admite inclusive la posibilidad de reclamar indemnización por los perjuicios morales causados por el daño o pérdida de las cosas, a condición de demostrar plenamente su existencia, pues tal perjuicio no se presume
”
.
Específicamente en cuanto a la prueba del daño moral, ha recalcado la Sala que:

“Si bien es cierto que la jurisprudencia ha aceptado que la pérdida total o parcial de bienes materiales puede causar aflicción, tristeza o congoja a su titular, también ha insistido en que la especial naturaleza de este perjuicio implica su cabal demostración, sin que resulte suficiente para darlo por existente y en consecuencia, para considerarlo indemnizable con probar la titularidad del derecho y la antijurídica lesión del mismo imputable a una autoridad pública.”

Habida cuenta que en el sub lite, no existe medio probatorio que permita inferir con certeza la existencia del mencionado perjuicio, no será reconocido.
5. Costas.

De conformidad con lo reglado en el artículo 171 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de la ley 446 de 1998, no habrá lugar a condenar en costas, en cuanto no se evidencia que la parte haya actuado con temeridad o mala fe.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

F A L L A

Revocar la sentencia proferida por la Sala de Descongestión para los Tribunales del Valle del Cauca, Quindío, Cauca y Nariño, el día veintinueve (29) de octubre de dos mil cuatro (2004), por las razones expuestas en la presente providencia, y en consecuencia se dispone:
“PRIMERO. Declarar a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, administrativamente responsable por los daños causados a los demandantes.
SEGUNDO. Condenar a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, al reconocimiento y pago, por concepto de perjuicios materiales, previa deducción de lo reconocido por el Estado por los mismos hechos a título de reparación:

i. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble ubicado en la carrera 3ª #7-69 del municipio de Bolívar – Cauca, y de los bienes muebles y enseres, y por las ganancias dejadas de percibir con el cierre un local comercial de propiedad del demandante, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Gerardo Salomón Burbano Vásquez.
ii. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble ubicado en la carrera 3ª #7-41 del municipio de Bolívar – Cauca, y de los bienes muebles y enseres, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Augusto Bolívar Hoyos y Alicia Ruiz Sotelo.

iii. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble ubicado en la carrera 3ª entre calles 7ª y 8ª  del municipio de Bolívar – Cauca, y de los bienes muebles y enseres, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor del Centro Social San José cuyo representante legal es la hermana María Ruby Vásquez Giraldo, como comodatario de dicho bien.

iv. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble ubicado en la carrera 3ª #7-41 del municipio de Bolívar – Cauca, y de los bienes muebles y enseres, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Laureano Gómez Quintero.

v. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble ubicado en la carrera 3ª #7-356 del municipio de Bolívar – Cauca, y de los bienes muebles y enseres, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Rosa Tulia Burbano.

vi. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble ubicado en la carrera 3ª #7-12 y 7-14 del municipio de Bolívar – Cauca, y de los bienes muebles y enseres, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Angélica Muñoz de Ortiz.

vii. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble con nomenclaturas 6-54 y 6-58 del municipio de Bolívar – Cauca, y de los bienes muebles y enseres, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Aura Julia Palomino y Bernardo López.

viii. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble con nomenclaturas 6-60 y 6-66 del municipio de Bolívar – Cauca, y de los bienes muebles y enseres, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Bernardo López.

ix. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble ubicado en la calle 6ª #3-12 del municipio de Bolívar – Cauca, y de los bienes muebles y enseres, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Elías Meneses Muñoz.
x. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble con matrícula inmobiliaria 122-0002168 del municipio de Bolívar – Cauca, y de los bienes muebles y enseres, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Marina Palomino Rivera.

xi. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción del inmueble con matrícula inmobiliaria 122-0002870 del municipio de Bolívar – Cauca, y de los bienes muebles y enseres, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Edgar Manuel Meza Ortiz y Gloria Amparo López de Meza.

xii. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción parcial del vehículo Nissan Patrol, de placas NCD-556, de servicio particular, con número de motor P-198459 y número de serie LG60-77590 a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Bernardo Marino López Burbano.
xiii. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción de las mercancías, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para liquidación, que será reconocido en favor de Laurentino Perafán.
xiv. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción de los equipos de sonido “Sonido Cristal”, a través de incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para liquidación, que será reconocido en favor de Rodrigo Hoyos Ruiz.

xv. A título de daño emergente por el detrimento patrimonial originado en la destrucción de las mercancías del establecimiento comercial, y a título de lucro cesante por las ganancias dejadas de percibir con el cierre del local comercial de propiedad del demandante, a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, que será reconocido en favor de Flor de María Guatuzmal Gómez.
TERCERO. Sin condena en costas.

CUARTO. Negar las demás pretensiones de la demanda.

QUINTO. En firme esta providencia, envíese el expediente al Tribunal de origen para lo de su cargo, previas las anotaciones de rigor.”
Cópiese, Notifíquese y Cúmplase

ENRIQUE GIL BOTERO

Presidente de la Sala

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ
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� En lo que concierne a la definición de Conflicto Armado Interno, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, caso “La Tablada” – Informe No. 55/97, Caso No. 11.137  - Juan Carlos Abella vs. Argentina, 18 de noviembre de 1997, lo definió de la siguiente manera: “En contraste con esas situaciones de violencia interna, el concepto de conflicto armado requiere, en principio, que existan grupos armados organizados que sean capaces de librar combate, y que de hecho lo hagan, y de participar en otras acciones militares recíprocas, y que lo hagan.  ….  Los conflictos armados a los que se refiere el artículo 3, típicamente consisten en hostilidades entre fuerzas armadas del gobierno y grupos de insurgentes organizados y armados”.  


� “De lo anterior se desprende, entonces, que el título jurídico más correcto para determinar la responsabilidad de reparar un daño será aquel que pase el análisis como el más justo. Pero ¿Qué es lo justo? Es bien sabido que el tema es particularmente álgido en nuestros días y admite muchos enfoques de escuelas del pensamiento jurídico. No obstante si partimos de la aceptación de que la justicia es dar a cada uno lo suyo según la celebérrima sentencia de Ulpiano podemos explorar una respuesta. En efecto, esta definición, permite comprender lo que es la injusticia, que contrario a reconocer el Derecho, implica desconocerlo, lesionarlo, negarlo”. 
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